
MIÉRCOLES 26 DE JUNIO DE 2019Pág. 186 B.O.C.M. Núm. 150

B
O

C
M

-2
01

90
62

6-
34

BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRIDBOCM

III. ADMINISTRACIÓN LOCAL

AYUNTAMIENTO DE

34 SAN MARTÍN DE VALDEIGLESIAS

ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO

Transcurrido el plazo de exposición pública mediante anuncio publicado en el BOLE-
TÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID número 38, de 14 de febrero de 2019, sin que
se hayan presentado alegaciones al Reglamento de Control Interno del Ayuntamiento de
San Martín de Valdeiglesias, se eleva a definitivo el acuerdo de aprobación inicial adopta-
do por el Pleno, en sesión celebrada el 27 de diciembre de 2017, cuyo texto íntegro se hace
público a continuación, en cumplimiento del artículo 70.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
Reguladora de las Bases del Régimen Local. Los Anexos del Reglamento de Control Inter-
no del Ayuntamiento de San Martín de Valdeiglesias estarán disponibles en el apartado de
Normativa del Portal de Transparencia, en la dirección www.sanmartindevaldeiglesias.se-
delectronica.es

REGLAMENTO DE CONTROL INTERNO DEL AYUNTAMIENTO
DE SAN MARTÍN DE VALDEIGLESIAS

PREÁMBULO

El modelo de control interno de la gestión económica-financiera, que arranca para la
Administración General del Estado con la promulgación de la Ley General Presupuestaria
de 1977, se traslada a la Administración Local con la aprobación en 1988 de la Ley de Ha-
ciendas Locales.

No obstante, ya existían precedentes en la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Ré-
gimen Local (artículo 92.2 y 3) y en el Real Decreto 1174/1987, de 18 de septiembre por el
que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habili-
tación de carácter nacional (artículo 4).

En el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto
Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, se regula el ejercicio del control
interno respecto de la gestión económica de las Entidades Locales a realizar por la Interven-
ción General de la Corporación en sus artículos 213 y siguientes, modificados en parte por
el artículo segundo dos de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sosteni-
bilidad de la Administración Local. Este sistema de control interno se caracteriza por:

— Ejercerse con plena independencia.
— Realizarse por medio de las modalidades de función interventora, función de con-

trol financiero y función de control de eficacia, englobada en este último.
— Tomar, como marco de referencia, tanto el aspecto legal o de cumplimiento nor-

mativo, como otros principios generales de buena gestión financiera en la actua-
ción del sector público, como son la economía, la eficiencia y la eficacia.

Como consecuencia de la situación cambiante actual, y la mayor sensibilidad de la so-
ciedad al control de las entidades públicas, el párrafo segundo del referido artículo 213 del
TRLRHL, le encomienda al Gobierno la elaboración de un Reglamento para regular a ni-
vel general sobre los procedimientos de control y metodología de aplicación, con el fin de,
entre otros objetivos, lograr un control económico-presupuestario más riguroso y reforzar
el papel de la función interventora en las Entidades Locales.

Así pues, y a la vista del citado artículo, el Estado, a través de la IGAE propuso y apro-
bó el Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del
control interno en las entidades del Sector Público Local, que viene a dar cumplimiento a
lo contemplado en el TRLRHL, y a ese mandato por el que se debe regular el régimen ju-
rídico del control interno en las entidades del sector público local, salvaguardando, no obs-
tante, el principio de autonomía local.

Es en base precisamente a dicho principio, por el que se ha elaborado el presente Regla-
mento de Control Interno del Ayuntamiento de San Martín de Valdeiglesias que será de apli-
cación a las entidades que formen parte del mismo, y que se lleva a efecto de acuerdo con su
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capacidad de autoorganización a que se refiere el artículo 4 de la Ley 7/1985, de 5 de abril,
reguladora de las Bases de Régimen Local y disposiciones concordantes.

Las novedades fundamentales del Real Decreto aprobado por el Estado requieren una
adaptación a la sistemática, operativa e idiosincrasias propias de la Organización Local.

Se establecen nuevos ámbitos objetivos y subjetivos del control interno, que hasta la
fecha no estaban regulados.

La función interventora, en su doble acepción de fiscalización e intervención previa,
es completamente necesaria que se complete con un control permanente posterior, que for-
ma parte de la modalidad de control financiero, que se refuerza y amplía en la nueva regu-
lación.

De la misma manera, el ámbito subjetivo de aplicación dependerá de las característi-
cas y la forma de realizar el control previo de los actos de las mismas.

Los Organismos Autónomos, serán objeto de un control tanto en función interventora
como financiero en prácticamente todas sus acepciones.

De esta manera, la función interventora y el control financiero tratarán de cumplir un
doble objetivo, por una parte y, como es tradicional en nuestra legislación local, de com-
probación del cumplimiento de la legalidad vigente de todos los actos de contenido econó-
mico-financiero y por otra, más novedosa, de asesoramiento, tratando de formular reco-
mendaciones para mejorar la gestión al objeto de corregir las actuaciones que lo requieran
en sus aspectos económico, financiero, patrimonial, presupuestario, contable, organizativo,
procedimental y sobre los sistemas informáticos de gestión.

Para ello, el control de legalidad se llevará a efecto a través de la función interventora
y el control financiero, mientras que el asesoramiento y las posibles recomendaciones para
mejorar la gestión, podrán deducirse de la función de eficacia complementando a la función
de control financiero.

En el ámbito de la función interventora y sin perder la esencia del control, se determi-
na la fiscalización limitada previa como la manera habitual de realizar la fiscalización, sin
perjuicio de las excepciones que en el propio Reglamento o en sus anexos se determine, y
la realización de un control financiero permanente, que garantice junto con la limitada pre-
via, el ejercicio correcto de la fiscalización.

Los artículos 213 al 223 del referido Texto Refundido que regulan el control interno,
en aras a incrementar la eficiencia de los controles, y por lo tanto de la gestión, han previs-
to para determinados tipos de actos y transacciones, regímenes de control previo atenuados
(fiscalización previa limitada), los cuales son reforzados o ampliados con posterioridad a
su ejecución (fiscalización plena posterior, hoy control financiero).

Se considera conveniente delimitar con claridad las características básicas del régimen
de fiscalización-intervención, así como regular adecuadamente las medidas a tomar en caso
de omisión de la preceptiva fiscalización previa.

En el ámbito de control financiero, en su doble vertiente de control de legalidad suple-
mentario de la función interventora y asesoramiento de la gestión económica-financiera, se
considera necesario determinar aspectos relevantes tales como, su concepto, ámbito de apli-
cación, las formas de ejercicio, ejecución de las actuaciones con obtención de información
y documentación, contenido y régimen jurídico de los informes preceptivos derivados de
su ejercicio y sometiéndose este control a un Plan Anual de Control Financiero que asegu-
re su planificación y sistemática.

De esta manera, en la búsqueda de la continua mejora en los mecanismos de control in-
terno, y de la gestión económica-financiera, se hace necesario dictar normas que desarrollen
los preceptos del Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo por el que se aprueba el
Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales y Real Decreto 424/2017,
de 28 de abril, de Régimen Jurídico de Control Interno en las Entidades del Sector Público
Local, en aras de su mayor agilidad y transparencia, aclarar a nivel interno el ámbito y res-
ponsabilidad de los órganos de control y de gestión en la tramitación ordinaria, y avanzar ha-
cia la Administración Electrónica.

De la misma forma la aprobación de la Instrucción del Tribunal de Cuentas en sesión
celebrada el 30 de junio de 2015, por el Pleno de dicho Organismo de Control, que regula
la remisión al Tribunal de Cuentas de la información sobre acuerdos y resoluciones del Ple-
no, de la Junta de Gobierno Local y del Presidente de la Entidad Local contrarios a reparos
formulados por los Interventores locales y las anomalías detectadas en materia de ingresos,
así como sobre los acuerdos adoptados con omisión del trámite de fiscalización previa, a
través de un procedimiento telemático, recomienda la actualización de los procedimientos
de control interno, y la aclaración de la tramitación de los reparos.
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Ahora bien, con independencia de la existencia actual del Real Decreto 424/2017, de 28
de abril, que cumple así el mandato del TRLRHL, lo cierto, es que existen pocas normas y
orientaciones al respecto en el ámbito de las Entidades Locales, sobre todo en materia de
control financiero. De igual forma el Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, sigue dejando
lagunas y dudas interpretativas de determinados aspectos del ejercicio del control y sus con-
secuencias.

De esta forma, se ha elaborado el Reglamento actual, utilizando, entre otras, las reco-
mendaciones, resoluciones y reglamentación que a tal efecto existe en la Administración
del Estado, más habituada a este tipo de control posterior. Cabe citar así, Real Decre-
to 2188/1995, de 28 de diciembre, por el que se desarrolla el régimen del control interno ejer-
cido por la Intervención General de la Administración del Estado, la Circular 2/2009 de 16
de septiembre, de la IGAE sobre el estado de la Auditoría Pública, la Resolución de la
IGAE de 14 de julio de 2015, sobre el desarrollo de la función interventora en el ámbito de
la comprobación material de la inversión, la Instrucción de la IGAE de 11 de junio de 2002,
sobre organización de los papeles de trabajo en las Auditorías y actuaciones de control fi-
nanciero, la Norma Técnica de la IGAE sobre evaluación de la importancia relativa en las
auditorías de cuentas realizadas por la IGAE, la resolución de 1 de septiembre de 1998 del
Interventor General de la Administración del Estado, por la que se ordena la Publicación de
la Resolución que aprueba las normas de Auditoría del Sector Público, así como la Resolu-
ción de 11 de noviembre de 2013 de la IGAE, por la que se aprueba la norma técnica sobre
informes de auditoría de cuentas anuales.

Se prevé igualmente la posibilidad que desde la Intervención General, se elaboran Ins-
trucciones técnicas en materias concretas de aspectos relacionados con el control, sobre
todo en el ámbito de control financiero, con el objeto de clarificar tanto a nivel interno como
externo, la realización del mismo y que abarcará aspectos muy concretos y técnicos.

Consta así, el Reglamento de tres Títulos donde se diferencia, junto a las Disposiciones
Generales del Título I, las modalidades de Control que emanan del Real Decreto 424/2017,
de 28 de abril, la Función Interventora, desarrollada en el Título II, y el Control Financiero,
determinada en el Título III.

En el Título II, se desarrolla a su vez a través de 3 secciones, tanto la fiscalización,
como la intervención previa, a las que estarán sometidas la práctica totalidad de los expe-
dientes tramitados por el Ayuntamiento de San Martín de Valdeiglesias.

En los artículos que se incluyen en el mencionado Título, es sin duda destacable, por
un lado, la definición del modelo habitual de fiscalización limitada previa por el que se de-
canta el Ayuntamiento de San Martín de Valdeiglesias, a propuesta de la Presidencia. Bajo
esta modalidad más eficaz y ágil, pero en todo caso, con la premisa de partida, de asegurar
que dicha forma de control no pone en riesgo la correcta formación de los expedientes, y la
correcta adopción de los acuerdos que correspondan, se entiende que se posibilita la reali-
zación del control y la ágil tramitación.

Por otra parte, se regula de manera pormenorizada la tramitación de los reparos a ni-
vel interno, y por último se contempla el procedimiento complejo de la novedosa figura de
la omisión de fiscalización.

En cuanto al control financiero, regulado en el Título III, se divide la interpretación
clásica de Control Permanente y Auditoría, en diferentes acepciones del Control Permanen-
te, por cuanto del desarrollo del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, se desprende que el
mismo tiene tres acepciones, en función del momento y el objeto en que se efectúe.

Junto con el control permanente posterior, se desarrolla el control permanente previo
y concomitante.

El control financiero puede entenderse como el estudio y análisis de los resultados rea-
les de un organismo, enfocados desde distintas perspectivas y momentos, comparados con
sus objetivos, planes y programas, tanto a corto como en el medio y largo plazo.

Dichos análisis requieren de unos procesos de control y ajustes para comprobar y ga-
rantizar que se están siguiendo sus programas, planes o presupuestos. De esta forma, será
posible modificarlos de la forma correcta en caso de desviaciones, irregularidades o cam-
bios imprevistos.

Por tanto, el ejercicio del control financiero será una herramienta esencial no solo para
el órgano de control detectando las deficiencias e irregularidades desde un punto de vista
global de la organización, sino que también será una herramienta importante para el gestor
para adoptar las medidas necesarias y mejorar la gestión económica financiera. El novedo-
so Plan de Acción Anual, encarga al Presidente la necesaria adopción de medidas, encami-
nadas a lograr estos objetivos.
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El Real Decreto 424/2017, de 28 de abril ha querido diferenciar el control financiero
atendiendo por un lado al sujeto sobre el que se va realizar el control, y por otro lado según
sus objetivos.

En relación a las auditorías, la implantación de las mismas y el carácter obligatorio en
determinadas entidades, puede hacer necesario contar con medios de colaboración privados
que permitan dar cumplimiento al mandato legal, en tanto el Ayuntamiento de San Martín
de Valdeiglesias no pueda afrontar con la plantilla actual, el ejercicio de estas actuaciones
que tanta especialidad requiere.

La auditoría de cumplimiento y operativa que comparte objetivos similares al control
permanente, recaerá sobre las entidades donde no se aplica la función interventora.

Por otro lado, la realización de la auditoría de cuentas, dependerá del ámbito subjeti-
vo sobre el que haya que realizarla, y no tanto del objeto.

Existen dos disposiciones adicionales, que igualmente adaptan en la primera la regu-
lación del control financiero de las subvenciones, al serle de aplicación su normativa espe-
cífica, y por otro lado trata de resolver, en la disposición segunda, el ámbito competencial
de determinados aspectos relacionados con el control en los Organismos Autónomos, adap-
tándolos a su estructura.

De la disposición transitoria, cabe mencionar, que a falta de una regulación completa
de un documento específico a la fecha de política de gestión documental del Ayuntamien-
to de San Martín de Valdeiglesias, se permitirá mientras tanto, el uso de tipos documenta-
les unificados y homogéneos para la formación de los expedientes.

Como Anexos al Reglamento, se acompaña en el primero de ellos, la determinación en
cada una de los expedientes con incidencia presupuestaria, y en cada una de sus fases, los
requisitos esenciales o básicos que los órganos de control deberán asegurar en el ejercicio
de la Función Interventora, convirtiéndose por tanto, y como ya ha quedado dicho, en el sis-
tema ordinario de fiscalización. La detección de más de 250 momentos que se acompañan
con una ficha descriptiva individualizada para cada supuesto, es una muestra de la necesa-
ria implantación de este modelo para poder compatibilizar control y gestión.

En el Anexo II, y en relación a los ingresos, se determinan los escasos supuestos don-
de la toma de razón generalizada adoptada para el control de los mismos, es sustituida por
una fiscalización previa, al tener los supuestos contemplados en dicho anexo una connota-
ción de control que se entiende necesaria y que la diferencia del resto de las operaciones de
ingresos.

El Anexo III refleja que la posibilidad, mediante diligencia, de realizar el control en
determinadas fases, requiere la definición clara y concisa del texto de las mismas, que ga-
ranticen que el acuerdo que se adopte es previamente intervenido.

El Anexo IV recoge el tipo de expedientes que con el marco normativo actual, tendrán
que ser objeto de control financiero en su modalidad definida como previa, y sin perjuicio
que dicho anexo pueda actualizarse mediante los Planes Anuales de Control Financiero.

Trata por último de garantizarse mediante la adaptación del Reglamento del Estado a
nuestra Entidad, la independencia funcional del personal de la Intervención, y los medios
que han de disponer para poder realizar sus funciones, que en todo caso, habrán de redun-
dar en una mejora, eficacia, y seguridad de la Corporación municipal.

En definitiva, la importante regulación del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, deja
sin embargo abierta gran cantidad de dudas interpretativas y de aplicación, que tratan de re-
solverse mediante el presente Reglamento, que en todo caso, tiene un objetivo de permitir
la agilidad y la transparencia en el ejercicio del control.

En base a todo ello, se elabora el siguiente Reglamento, que supone la adaptación a la
normativa actual, respondiendo a las necesidades de control vigentes y autoorganización
del Ayuntamiento de San Martín de Valdeiglesias.

TÍTULO I

Disposiciones generales

SECCIÓN 1.a

Aspectos generales del control

Artículo 1. Objeto y ámbitos de aplicación objetivo y subjetivo.—En virtud de lo dis-
puesto en el artículo 1.2 del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el ré-
gimen jurídico del control interno en las entidades del Sector Público Local, el presente Re-
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glamento, tiene por objeto el desarrollo de las disposiciones vigentes en materia de control
interno de la gestión económico-financiera del Excmo. Ayuntamiento de San Martín de Val-
deiglesias que se efectuará en los términos establecidos en el Real Decreto Legislativo 2/2004,
de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de Haciendas
Locales (TRLRHL), Reglamento Estatal de Régimen Jurídico del Control Interno de las en-
tidades del Sector Público Local, otra normativa de aplicación derivada de la Administración
del Estado y en el presente Reglamento.

El citado control, se ejercerá sobre el conjunto de la actividad financiera de la entidad
y abarcará los actos con contenido económico, financiero, presupuestario, contable y patri-
monial que la integran.

Art. 2. Formas de ejercicio.—El control interno de la gestión económico-financiera
se realizará por el Órgano Interventor (en adelante OI) mediante el ejercicio de la función
interventora, y la función de control financiero:

1. La Función Interventora tiene por objeto controlar los actos de la Entidad Local
cualquiera que sea su calificación, que den lugar al reconocimiento de derechos o a la rea-
lización de gastos, así como los ingresos y pagos que de ellos se deriven, y la inversión o
aplicación en general de sus fondos públicos, con el fin de asegurar que su gestión se ajus-
te a las disposiciones aplicables en cada caso.

Se realizarán, en definitiva, sobre aquellos actos que tengan repercusión directa e in-
mediata en alguna de las fases de ejecución presupuestaria o que supongan movimientos de
fondos públicos.

2. El Control Financiero tiene por objeto verificar el funcionamiento de los servicios
en el aspecto económico financiero, para comprobar el cumplimiento de la normativa y di-
rectrices que los rigen y, en general, que su gestión se ajusta a los principios de buena ges-
tión financiera, comprobando que la gestión de los recursos públicos se encuentra orientada
por la eficacia, la eficiencia, la economía, la calidad y la transparencia, y por los principios
de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera en el uso de los recursos públicos
locales.

El control financiero, que incluirá el control de eficacia referido en el artículo 213 del
TRLRHL, comprende las siguientes modalidades, que se desarrollarán conforme se deter-
mine en este Reglamento:

a) Control permanente:

1.o Control previo por disposición de ley (actos no sujetos a fiscalización previa).
2.o Control concomitante.
3.o Control posterior sobre actos en régimen de fiscalización limitada previa.

b) Auditoria pública:

1.o Auditoria de cuentas.
2.o Auditoria de cumplimiento.
3.o Auditoria operativa.

3. El OI ejercerá el control sobre las entidades colaboradoras y beneficiarios de sub-
venciones y ayudas concedidas, que se encuentren financiadas con cargo a sus presupues-
tos generales, de acuerdo a lo establecido en la Ley General de Subvenciones y la disposi-
ción adicional primera de este Reglamento.

Art. 3. Alcance del control interno.—En el modelo de control definido en este Re-
glamento, el órgano de control interno deberá asegurar mediante la utilización conjunta de
ambas formas, función interventora y control financiero, el control efectivo de al menos,
el 80 por ciento del presupuesto general consolidado del ejercicio en el que se esté actuan-
do, entendiendo que dicho porcentaje se refiere al total del importe del presupuesto conso-
lidado en gastos.

En dicho porcentaje, computará la totalidad del presupuesto que se haya controlado
mediante la modalidad de fiscalización limitada previa y control financiero permanente,
tanto previo como posterior.

En materia de ingresos, el porcentaje de control sobre el total de los ingresos del gru-
po consolidado, en los términos definidos en el primer párrafo de este artículo, deberán al-
canzar los porcentajes que se determinen anualmente en el Plan Anual de Control Financie-
ro, cuando la función interventora sea sustituida por toma de razón en contabilidad en los
términos de este Reglamento.

En todo caso, en el transcurso de tres ejercicios consecutivos y en base a un análisis
previo de riesgos, deberá haber alcanzado, al menos, el cien por cien de dicho presupuesto.
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Art. 4. Principios de ejercicio del control interno.—1. La Intervención General del
Ayuntamiento de San Martín de Valdeiglesias, en el ejercicio de sus funciones de control,
actuará con total independencia funcional, en un procedimiento sujeto a contradicción, para
lo que se le habilitarán los medios necesarios y suficientes, de acuerdo con las disponibili-
dades del Ayuntamiento.

Conforme al artículo 4.2 del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, el OI de la Enti-
dad Local ejercerá el control interno con plena autonomía respecto de las autoridades y de-
más entidades cuya gestión sea objeto del control. A tales efectos, los funcionarios adscri-
tos a la Intervención o que realicen labores de control, tanto en la Entidad Matriz, como en
los Organismos Autónomos, tendrán independencia funcional respecto de los titulares de
las entidades controladas, dependiendo del titular de la Intervención General en cada mo-
mento, y ajustarán sus actuaciones a las instrucciones impartidas al efecto por el titular de
la Intervención General.

2. Cuando la naturaleza del acto, documento o expediente lo requiera, la Interven-
ción General en el ejercicio de sus funciones de control interno, podrá recabar directamen-
te de los distintos servicios, dependencias o unidades del Ayuntamiento, los asesoramien-
tos jurídicos y los informes técnicos que considere necesarios, así como los antecedentes y
documentos precisos para el ejercicio de sus funciones de control interno con plena inde-
pendencia del medio que los soporte.

3. El OI dará cuenta a los órganos de gestión controlados de los resultados más rele-
vantes, de las comprobaciones efectuadas y recomendará las actuaciones que resulten acon-
sejables. De igual modo, el titular de la Intervención General dará cuenta al Pleno una vez
al año, con el expediente de la Cuenta General, de los resultados que por su especial tras-
cendencia considere adecuado elevar al mismo, y le informará sobre la situación de la co-
rrección de las debilidades puestas de manifiesto así como expresa mención del grado de
cumplimiento de los apartados anteriores de este artículo, sin perjuicio del resto de infor-
mación que conforme a este Reglamento deba remitir a dicho Órgano.

SECCIÓN 2.a

Del Órgano de Control y personal controlador

Art. 5. Órganos de Control. Personal asignado.

1. Órganos de control:

a) Corresponde al OI el ejercicio del Control Interno de los actos de la Entidad Local
sin perjuicio de las delegaciones que conforme a la normativa vigente puedan rea-
lizarse.

2. Personal de control interno:

a) El titular de la Intervención organizará y dirigirá los servicios destinados al control
interno, proponiendo el personal que estime más conveniente para llevar a efecto
los trabajos encomendados por este Reglamento y el Real Decreto 424/2017, de 28
de abril.

b) Con carácter general, el personal de Intervención realizará las tareas de control so-
bre aquellos expedientes que le correspondan en función del servicio o sección
donde estén destinados. No obstante, cuando la especialidad de la materia lo re-
quiera, la circunstancia lo exija y el volumen de trabajo lo permita, podrán reali-
zar función interventora o control financiero personal que no esté directamente de-
dicado a dichos cometidos.

c) En el Plan Anual de Control Financiero al que se refiere el artículo 29 de este Re-
glamento, el Interventor podrá proponer para los trabajadores responsables del
control financiero y de la fiscalización interna, un plan de formación específico y
adaptado a sus necesidades, que obligatoriamente deberán cursar. Igualmente lle-
varán a cabo las actividades de aprendizaje continuo y necesario para asegurar un
nivel adecuado de conocimientos que les permitan desarrollar su trabajo en las
mejores condiciones posibles. El Ayuntamiento proporcionará los medios econó-
micos y presupuestarios necesarios para ello, reservando parte de los créditos
asignados a formación en el año.

Art. 6. Deberes del personal controlador.—Los funcionarios que ejerzan la función
interventora o realicen el control financiero, o quienes colaboren en el ejercicio de dichas
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funciones adscritos a la Intervención deberán guardar el debido sigilo con relación a los
asuntos que conozcan en el desempeño de sus funciones:

a) Los datos, informes o antecedentes obtenidos en el ejercicio de control interno
solo podrán utilizarse para los fines asignados al mismo y, en su caso, para formu-
lar la correspondiente denuncia de hechos que puedan ser constitutivos de infrac-
ción administrativa, responsabilidad contable o penal.

b) Cuando en la práctica de un control, el Interventor o el personal de la Intervención
aprecie que los hechos acreditados o comprobados pudieran ser susceptibles de
constituir una infracción administrativa, o dar lugar a la exigencia de responsabili-
dades contables o penales, lo pondrá en conocimiento del órgano competente, con-
forme a lo determinado por el Real Decreto 424/2017, de 28 de abril. A estos efec-
tos habrá de estar a lo desarrollado por la IGAE o los órganos de control externo.

En cualquier caso, cuando dichas posibles infracciones sean detectadas por el perso-
nal que desarrolle sus funciones en la Intervención, lo pondrán previamente en conocimien-
to del titular de la Intervención, que será el responsable de elevarlo al órgano que corres-
ponda, sin perjuicio de las obligaciones a las que está sometido cualquier empleado público
en este aspecto.

Art. 7. Facultades del personal controlador u órgano interventor (OI).—El OI po-
drá hacer uso, en el ejercicio de sus funciones de control, del deber de colaboración, la fa-
cultad de solicitar asesoramiento, la defensa jurídica y la facultad de revisión de los siste-
mas informáticos de gestión de acuerdo con lo previsto en los párrafos siguientes:

a) Las autoridades, así como los Jefes, Gerentes o Directores responsables de Servi-
cios, Organismos Autónomos, y Sociedades Mercantiles si existieren, y quienes
en general, ejerzan funciones públicas deberán prestar la debida colaboración y
apoyo a los encargados de la realización del control, facilitando la documentación
e información necesaria para dicho control.

b) Toda persona natural o jurídica, pública o privada, estará obligada a proporcionar,
previo requerimiento del OI, toda clase de datos, informes o antecedentes deduci-
dos directamente de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con
otras personas, con trascendencia para las actuaciones de control que desarrolle.

c) La Intervención podrá solicitar el asesoramiento de la Intervención de la Adminis-
tración del Estado, en los términos de la Disposición adicional segunda del Real
Decreto por el que se regula el régimen jurídico del control interno en las Entida-
des del Sector Público Local, sin perjuicio de los convenios de colaboración que
se puedan suscribir entre esta última y la Comunidad de Madrid de conformidad
con la Disposición adicional séptima de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de
racionalización y sostenibilidad de la Administración Local. Para ello, será nece-
sario la autorización del Presidente-Alcalde del Ayuntamiento.

d) El Ayuntamiento de San Martín de Valdeiglesias deberá garantizar y adoptar las
medidas necesarias para proporcionar la defensa jurídica y protección que, en su
caso, puedan necesitar los funcionarios que, como consecuencia de su participa-
ción en las actuaciones de control interno, sean objeto de procedimientos y conse-
cuentes citaciones ante cualquier órgano jurisdiccional. Se podrá igualmente asu-
mir por los entes fiscalizados, el coste de un seguro de responsabilidad civil al
titular de la Intervención, y en general responsables administrativos de los órga-
nos de control interno.

SECCIÓN 3.a

Del procedimiento general del control interno

Art. 8. Procedimiento general de Control Interno.—Sin perjuicio de los procedi-
mientos específicos que se desarrollan en el Título II y III de este Reglamento, el proce-
dimiento de control interno se llevará a cabo de manera telemática a través del aplicativo
que al efecto esté implantado. Se procederá de la siguiente forma:

1. Elaboración del expediente:

a) Se creará el expediente en el gestor de expedientes de la Entidad cuando este deba
ser objeto de control interno por el OI, e identificará los documentos que confor-
marán el mismo de acuerdo con la tipología que haya sido aprobada. La creación
del expediente específico será elegido dentro de la tipología que el aplicativo in-
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formático ofrezca al usuario. En todo caso, existirá una tipología específica para
los contratos menores.

b) Cuando, evacuados y anexados los informes, propuestas, y/o justificantes precep-
tivos, el responsable del expediente lo encuentre completo y apto para dictarse el
Acuerdo, lo remitirá a la Intervención para que realice la modalidad de control que
corresponda en función de la naturaleza del expediente. Cuando dicho expedien-
te requiera varios documentos, no se entenderá completo, y por tanto, no deberá
remitirse, hasta que se incorpore el último de ellos, según la relación de documen-
tos que ha de acompañar al mismo, y preferentemente estarán firmados de mane-
ra electrónica. A partir de este momento no se podrá incorporar nueva documen-
tación al expediente, ni modificar la existente, salvo en los supuestos que el OI
devuelva el mismo para su aclaración, enmienda o justificación.

c) Sin perjuicio de la definición de las series documentales de los procedimientos se
entiende que el expediente está completo y apto para la adopción del acuerdo,
cuando esté compuesto, por:
1. Las memorias justificativas, propuestas o dictámenes, que permitan confor-

mar la voluntad del órgano competente.
2. Informes técnicos, jurídicos o administrativos que aporten motivación y segu-

ridad jurídica al Acuerdo, en su caso.
3. Certificación de la existencia de crédito, en caso que conlleve gasto presu-

puestario.
4. Borrador del acto/acuerdo sujeto a control.
5. En particular y conforme se determine para cada supuesto en las series docu-

mentales aprobadas por el Ayuntamiento, cuanta documentación se establez-
ca como necesaria para conformar el expediente.

Hasta la definición precisa y detallada de cada serie documental, se considera que
el expediente está completo a efectos de control, cuando, al menos, esté compues-
to por todos los documentos o requisitos declarados como esenciales para su fisca-
lización, de acuerdo con lo establecido en el Texto Refundido de la Ley Regulado-
ra de las Haciendas Locales (TRLRHL), en el Acuerdo del Consejo de Ministros y
en este Reglamento.
Los expedientes y los documentos que lo integran, deben ser originales y estarán
firmados de manera preferente de forma electrónica, o, estando firmados de for-
ma manuscrita, la inserción en el expediente y en el aplicativo informático, se rea-
lizará por algún medio que permita acreditar que el documento es original.

2. Remisión del expediente al OI:
a) Recibido el expediente, el personal de intervención dispondrá de un período de

dos días hábiles para precisar el tipo de control que corresponde en función de la
naturaleza y objeto del expediente, o en su caso, para su devolución o iniciación
del trámite de omisión de fiscalización. Por tanto decidirá en este plazo:
1. Su devolución; si el expediente carece de algún documento, informe o justifi-

cante necesario y preceptivo para proceder al control pertinente, o aún cons-
tando, es manifiestamente impreciso equívoco o confuso, se devolverá indi-
cando por escrito la razón o razones para la devolución, conforme se
determina en el Capítulo III del Título II de este Reglamento. En este supues-
to, no se iniciará el plazo para la fiscalización al que se refiere el artículo 10
hasta que se remita de nuevo el expediente completo, que volverá a ser eva-
luado por el OI.

2. Si el expediente no debe ser objeto de control interno por no tener incidencia
presupuestaria, contable, patrimonial, o económica, está exento función inter-
ventora, está exento o incluso ya ha sido objeto de control, igualmente se de-
volverá el expediente al centro gestor, para que prosiga su tramitación.

3. Si procede la fiscalización, así como la forma de ejercerla; si el expediente es
objeto de función interventora, procederá a realizar la fiscalización previa li-
mitada o la previa plena, según determina el artículo 10 y el anexo I de este
Reglamento.

4. Si procede control financiero; si el expediente debe ser objeto de control fi-
nanciero permanente previo, procederá a ejecutar dicho control.

5. La remisión al proceso de Omisión de Fiscalización; si el expediente incorpo-
ra Resolución/Decreto o Acuerdo por el que finaliza el procedimiento, o se
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deduce claramente que este se ha producido, habiéndose ocasionado, por tan-
to, una omisión de la fiscalización preceptiva, el órgano de control iniciará el
procedimiento previsto en el artículo 26 de este Reglamento.
Transcurrido el período de dos días hábiles al que se refiere el punto “a” de
este apartado sin que se haya decidido expresamente por el órgano de control
algunas de las opciones anteriores, automáticamente el expediente deberá ser
objeto de fiscalización previa, iniciándose entonces los períodos a los que se
refiere este Reglamento, para realizar la función interventora, y sin perjuicio
de que, una vez en dicho proceso, se decida su devolución o su traslado a otra
modalidad de control interno.

b) Función de control. Realizado el control interno en la modalidad correspondiente,
de acuerdo con lo establecido en el artículo 10 de este Reglamento y emitido el in-
forme del OI, se remitirá el mismo al gestor, y/o al órgano que corresponda, para
continuar con la tramitación oportuna del expediente.

3. Acuerdo o Resolución:
El gestor, realizado el control pertinente con conformidad o tramitada, en su caso, la

disconformidad, insertará en los correspondientes expedientes la Resolución, certificación
del Acuerdo, Convenio o Acto que dé lugar a la contabilización de las operaciones que pro-
cedan, remitiendo el mismo al OI para que valide o contabilice las operaciones que proce-
dan. Igualmente completará el expediente con los trámites posteriores que correspondan,
tales como publicaciones, alegaciones…

El gestor, podrá unir más documentación una vez fiscalizado el acto inicial, pudiendo
ser objeto de control el mismo expediente, en diferentes momentos o fases.

TÍTULO II

De la Función Interventora

Capítulo I

Normas generales de la función interventora

Art. 9. De las modalidades de la Función Interventora.—La función interventora, en
los términos descritos en el artículo 2 de este Reglamento, que se ejercerá sobre aquellos
actos que tengan repercusión presupuestaria, se realizará en sus modalidades de interven-
ción formal y material. La intervención formal consistirá en la verificación del cumplimien-
to de los requisitos legales necesarios para la adopción del acuerdo, mediante el examen de
todos los documentos que preceptivamente deban estar incorporados al expediente. En la
intervención material se comprobará la real y efectiva aplicación de los fondos públicos.

El ejercicio de la Función Interventora, y sin perjuicio del desarrollo que se produzca
a lo largo del Reglamento, comprenderá las siguientes fases:

1. La fiscalización previa. Es la facultad de la Intervención de examinar, antes que
se dicte la correspondiente Resolución, todo acto, documento o expediente susceptible de
producir derechos u obligaciones de contenido económico o movimiento de fondos y valo-
res, con el fin de asegurar, según el procedimiento legalmente establecido, su conformidad
con las disposiciones aplicables en cada caso. El ejercicio de la función interventora no
atenderá a cuestiones de oportunidad o conveniencia de las actuaciones fiscalizadas.

En concreto, supone el control de legalidad de los siguientes actos/fases contables:
a) Compromisos de Ingresos o Reconocimiento de Derechos o sus inversas (RD y RD/).
b) Aprobación/Autorización del gasto o su inversa (A y A/).
c) Compromiso del gasto o su inversa (D y D/).
d) Acuerdos que comporten movimientos de fondos y valores.
2. Intervención previa de la comprobación material de la inversión.
3. La intervención previa del reconocimiento de las obligaciones. Es la facultad de

la Intervención para comprobar, antes de que se dicte la correspondiente Resolución, que
las obligaciones se ajustan a la ley o a los negocios jurídicos suscritos por la Entidad don-
de se ejercita el control y que el acreedor ha cumplido o garantizado, en su caso, su corre-
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lativa prestación. En definitiva, supone la fiscalización de las siguientes fases contables de
gastos:

a) Reconocimiento de obligación o su inversa (O y O/).
b) Fiscalización de las órdenes previas a los pagos no presupuestarios (PMP).
4. La intervención formal de la ordenación del pago, es la facultad de la Intervención

para verificar la correcta expedición de las órdenes de pago contra la Tesorería de la Enti-
dad. En particular, supone la fiscalización de las siguientes fases contables de gastos:

a) Ordenación del Pago (P).
b) Fiscalización de los mandamientos de pagos no presupuestarios (MP).
5. La intervención material del pago, es la facultad que compete a la Intervención

para verificar que dicho pago se ha dispuesto por órgano competente y se realiza en favor
del legítimo perceptor y por el importe establecido:

a) Transferencia (R).
Art. 10. Momento y plazo para el ejercicio de la función interventora.—El OI reci-

birá el expediente original y completo, a través del aplicativo que gestione y tramite los ex-
pedientes, o excepcionalmente en papel, conforme se determina en el Capítulo III del Títu-
lo II de este Reglamento.

La Intervención, dispondrá de dos días hábiles, a contar desde el día siguiente a la re-
misión, para devolver o determinar la modalidad de control a realizar en los términos y con
los efectos referidos en el artículo 8 de este Reglamento.

El OI fiscalizará el expediente en el plazo de 10 días hábiles, contados desde el si-
guiente a la fecha de la determinación del tipo de control a realizar sobre el mismo. Este
plazo se reducirá a 5 días hábiles computados de igual forma, cuando se haya declarado ur-
gente la tramitación del expediente o se aplique el régimen especial de fiscalización e inter-
vención previa limitada regulada en el artículo 17 de este Reglamento.

Cuando el OI haga uso de la facultad a la que se refiere el artículo 7.c por el que se so-
licite ayuda a órganos externos, se suspenderá el cómputo del plazo previsto en este artícu-
lo, y quedará obligado a dar cuenta de dicha circunstancia al gestor.

Para el cumplimiento de los plazos, la formación de los expedientes señalados o cual-
quier cuestión procedimental no prevista expresamente en este Reglamento se tendrá en
cuenta la legislación del Estado reguladora del Procedimiento Administrativo Común.

Capítulo II

De la intervención en el proceso de gastos y pagos

SECCIÓN 1.a

De la Fiscalización Previa e Intervención Formal y Material

Art. 11. De la Fiscalización Previa de Gastos.—Previo informe del OI, y a propues-
ta del Presidente, el Pleno acordará conforme se pone de manifiesto en el presente Regla-
mento, el régimen de Fiscalización e Intervención, pudiendo elegir, para cada tipo de expe-
diente, entre:

a) Régimen de Fiscalización/Intervención previa limitada.
b) Régimen de Fiscalización/Intervención previa general o plena.
La elección de cada uno de los regímenes para cada uno de los expedientes se concre-

ta en el artículo 17 y en el Anexo I.
Sin perjuicio del régimen especial de fiscalización limitada previa regulado en la Sec-

ción I del Capítulo II del Título II de este Reglamento, en el ejercicio de la fiscalización e
intervención previa, se comprobará el cumplimiento de los trámites y requisitos estableci-
dos por el ordenamiento jurídico mediante el examen de los documentos e informes que in-
tegran el expediente, antes de la adopción del Acuerdo.

Así pues, están sometidos a Fiscalización Previa, todos los actos que tengan conteni-
do económico, financiero, presupuestario, contable o patrimonial, los convenios que se sus-
criban, y cualesquiera otros actos de naturaleza análoga por los que se autoriza, dispone o
aprueba la realización de gastos, y que hayan de ser dictados por los órganos del Ayun-
tamiento de San Martín de Valdeigleisas y de sus Organismos Autónomos cualesquiera que
sea su calificación.
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La fiscalización previa de los expedientes de ejecución de gastos se llevará a cabo, por
tanto, en cada uno de los momentos siguientes:

a) Con carácter previo a la aprobación del gasto, junto a la propuesta correspondiente
(Fase A).

b) Con carácter previa a la disposición o compromiso del gasto junto a la propuesta
correspondiente (Fases D y AD).

La fiscalización previa de una fase, no presupondrá la fiscalización favorable de las fa-
ses anteriores del mismo expediente, de forma que, en el caso que una fase previa haya sido
objeto de reparo que se haya resuelto por el trámite de discrepancia conforme a lo contem-
plado en este Reglamento, dicha peculiaridad será referida en el informe del OI, pero no su-
pondrá la apertura de un nuevo procedimiento de discrepancia por ese motivo, ya que la fis-
calización se referirá exclusivamente a los requisitos propios de la fase fiscalizada, y sin
perjuicio que de dicho análisis se desprenda otro reparo diferente.

Art. 12. Exención de fiscalización previa.—No estarán sometidos a la fiscalización
previa prevista en el artículo 11 del Reglamento:

a) Los gastos de material no inventariable y los contratos menores.
b) Los gastos de carácter periódico y demás de tracto sucesivo, una vez fiscalizado el

gasto correspondiente al período inicial del acto o contrato del que deriven o sus
modificaciones.

c) Los gastos menores de 3.005,06 euros que, de acuerdo con la normativa vigente,
se hagan efectivos a través del sistema de anticipos de caja fija.
Sin perjuicio de las peculiaridades que se establezcan reglamentariamente para los
anticipos de caja fija, contratos menores u otros supuestos, el control interno de
estos gastos, se realizará mediante control financiero, en los términos señalados en
el Capítulo II del Título III de este Reglamento.

No obstante, los expedientes anteriores estarán sujetos a intervención previa.
Art. 13. De la comprobación material de la Inversión.—Antes de la Intervención

previa del Reconocimiento de Obligación, se verificará materialmente la efectiva realiza-
ción de las obras, servicios o adquisiciones y su adecuación al correspondiente contrato.

Se realizará por el OI, si bien cuando sea necesario por la especialidad técnica de la
comprobación, podrá contar con asesoramiento especializado.

En cualquier caso, se procederá de la siguiente manera:
1. Los órganos gestores deberán comunicar al OI, que se va a proceder a la compro-

bación material de la inversión, para su asistencia a la misma, con una antelación de vein-
te días a la fecha prevista para la recepción de la inversión de que se trate, cuando el impor-
te de esta sea igual o superior al importe que regule, en su caso, la legislación sobre
contratos, y en todo caso, cuando superen los 50.000,00 euros, con exclusión del IVA.

2. Quedará al margen de la obligación de intervención de la comprobación material,
las prestaciones derivadas de otros negocios jurídicos y aquellas en las que por su naturale-
za no sea posible la verificación material porque el objeto no es una realidad física, tangi-
ble y susceptible de constatación material.

3. La intervención de la comprobación material se realizará por concurrencia del OI,
o actuando en su nombre la persona en quien delegue al acto de recepción de la obra, servi-
cio o adquisición de que se trate.

Dicha delegación podrá realizarse de manera genérica en personal del OI o en otro per-
sonal que el responsable del control interno de la Entidad considere apto para la realización
de dicha función o con carácter específico para cada comprobación. En cualquier caso, la
asistencia del responsable de control interno se podrá realizar sin necesidad de avocar la de-
legación realizada al efecto.

Cuando se aprecien circunstancias que lo aconsejen, el OI podrá acordar la realización
de comprobaciones materiales de la inversión durante la ejecución de las obras, la presta-
ción de servicios y fabricación de bienes adquiridos mediante contratos de suministros y sin
perjuicio de las consideraciones al respecto que pudieran desprenderse de la legislación so-
bre contratos públicos.

4. El resultado de la comprobación material de la inversión se reflejará en acta que
será suscrita por todos los que concurran al acto de recepción de la obra, servicio, adquisi-
ción, y en la que se harán constar, en su caso, las deficiencias apreciadas, las medidas a
adoptar para subsanarlas y los hechos y circunstancias relevantes del acto de recepción.

En dicha acta o en informe ampliatorio podrán los concurrentes, de forma individual
o colectiva, expresar las opiniones que estimen pertinentes.
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5. En los casos en que la intervención de la comprobación material de la inversión
no sea preceptiva, y no se acuerde por el OI en uso de las facultades que al mismo se le re-
conocen, la comprobación de la inversión se justificará con el acta de conformidad firma-
da por quienes participaron en la misma o con una certificación expedida por el jefe del cen-
tro o dependencia a quien corresponda recibir o aceptar las obras, servicios o adquisiciones,
en la que se expresará haberse hecho cargo del material adquirido, especificándolo con el
detalle necesario para su identificación, o haberse ejecutado la obra o servicio con arreglo
a las condiciones generales y particulares que, en relación con ellos, hubieran sido previa-
mente establecidas.

6. La realización de la intervención material, sin perjuicio de las Instrucciones o de-
sarrollos normativos que aclaren dicho extremo y que sean emitidas por el órgano compe-
tente, podrá realizarse sobre una muestra de las inversiones que requieran la misma, deter-
minándose los criterios en el Plan Anual de Control Financiero o en los Programas de
Trabajo de desarrollo y sin perjuicio que el OI pueda en cualquier inversión acudir a la ci-
tada intervención.

Las delegaciones del OI a las que se refiere este artículo, se realizarán por escrito en
cada comprobación, debiendo ser comunicada al órgano gestor antes de la misma.

7. La Intervención podrá dictar instrucciones de desarrollo sobre el ejercicio de la
función interventora en el ámbito de la comprobación material.

Art. 14. De la Intervención previa del Reconocimiento de la Obligación.—Están so-
metidos a Intervención Previa las liquidaciones de gastos o reconocimiento de obligaciones
(con carácter previo al acuerdo de reconocimiento de la obligación; fases O y/o ADO y ór-
denes previas al pago no presupuestario), ya tengan su origen en la ley o en negocios jurí-
dicos válidamente celebrados.

El OI conocerá el expediente con carácter previo al acuerdo de liquidación del gasto o
reconocimiento de la obligación.

En este momento, deberá quedar documentalmente acreditado que se cumplen todos
los requisitos necesarios para el reconocimiento de la obligación o la liquidación del gasto,
entre los que se encontrará, en su caso, la acreditación de la realización de la prestación o
el derecho del acreedor de conformidad con los acuerdos que autorizaron y comprometie-
ron el gasto, así como el resultado favorable de la comprobación material de la inversión,
si procede.

Con carácter general, se comprobará:

1. Que las obligaciones responden a gastos previamente aprobados y, en su caso, fis-
calizados favorablemente, salvo que la aprobación del gasto y el reconocimiento de la obli-
gación se realicen simultáneamente.

No obstante, en el supuesto en que las fases anteriores al reconocimiento de la obliga-
ción hubieran sido objeto de reparo, y este se hubiera resuelto con el trámite al que se refie-
re el artículo 24 de este reglamento, dicha consideración será reflejado en el informe del OI,
pero no provocará por si mismo, el reparo en la fase de reconocimiento, que únicamente pro-
cederá en los supuestos en los que los aspectos específicos de dicha fase sean incorrectos.

Que los documentos justificativos de la obligación se ajustan a las disposiciones lega-
les y reglamentarias que resulten de aplicación, y en el caso de las facturas que se hayan re-
gistrado por el Registro General de Facturas.

En todo caso, en la documentación deberá constar:

a) Identificación del acreedor.
b) Importe exacto de la obligación.
c) Las prestaciones, servicios u otras causas de las que derive la obligación del pago.

2. Que se ha comprobado materialmente, cuando proceda, la efectiva y conforme
realización de la obra, servicio, suministro o gasto, y que ha sido realizada en su caso dicha
comprobación. De la misma manera, en todos los contratos de obras y suministros, será ne-
cesario acompañar acta de recepción, o documento equivalente.

3. La intervención favorable se podrá realizar mediante diligencia firmada en el do-
cumento contable, sin necesidad de motivarla, cuando, del resultado de la verificación el
expediente, se desprenda su ajuste a la legalidad, o, en otro caso, mediante emisión de in-
forme específico en los supuestos que se contemple algún requisito esencial diferente a los
recogidos con carácter general, según se determina en el Anexo I del Reglamento.

La diligencia, en su caso, tendrá el tenor literal al que se refiere el Anexo III de este
Reglamento.
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Art. 15. De la Intervención formal e Intervención material del pago, objeto y conte-
nido.—1. Intervención formal del pago: están sometidos a intervención formal de la or-
denación del pago los actos por los que se ordenan pagos con cargo a la Tesorería de los en-
tes que estén en el ámbito del presente Reglamento (fase P presupuestaria u órdenes de pago
no presupuestarias). Dicha intervención tendrá por objeto verificar:

a) Que las órdenes de pago se dictan por órgano competente.
b) Que se ajustan, en su caso, al acto de reconocimiento de la obligación, que se veri-

ficará mediante el examen de los documentos originales o de la certificación de
dicho acto y de su intervención suscrita por los mismos órganos que realizaron di-
chas actuaciones.

c) Que se acomodan al Plan de Disposición de Fondos. A estos efectos, la emisión de
las órdenes de pago por la Tesorería de la Entidad sin advertencia explícita de in-
cumplimiento del Plan de Disposición de Fondos, se entenderá como cumplimien-
to del mismo en el ámbito de la función interventora y sin perjuicio de un control
financiero posterior.

d) En los supuestos de existencia de retenciones judiciales o de compensaciones de
deudas del acreedor, las correspondientes minoraciones en el pago se acreditarán
mediante la incorporación de los acuerdos que las dispongan. La intervención for-
mal de la ordenación del pago alcanzará a estos acuerdos de minoración.
La intervención favorable, se podrá realizar mediante diligencia firmada en el do-
cumento en que la orden se contiene, o en el resumen de cargo de las cajas paga-
doras, sin necesidad de motivarla cuando del resultado de la verificación, se des-
prende que el expediente se ajuste a la legalidad.

La diligencia, en su caso, tendrá el tenor literal al que se refiere el Anexo III de este
Reglamento.

El incumplimiento de los requisitos exigidos en los puntos anteriores motivará la for-
mulación de reparo por la Intervención, en las condiciones y con los efectos previstos en la
sección 3.a del presente capítulo.

2. Está sometida a Intervención material del pago la ejecución de las órdenes de pago
que tengan por objeto:

a) Cumplir, directamente, las obligaciones de la Tesorería de la Entidad.
b) Situar fondos a disposición de cajeros y agentes facultados legalmente para reali-

zar pagos a los acreedores.
c) Instrumentar el movimiento de fondos y valores entre las cuentas de la Tesorería.
Dicha intervención incluirá la verificación de:
1. La competencia del órgano para la realización del pago.
2. La correcta identidad del perceptor, que en todo caso se comprobará por la Teso-

rería de la Entidad.
3. Que el importe de pago es el debidamente reconocido en la obligación.
Cuando el OI encuentre conforme la actuación, firmará los documentos que autoricen

la salida de los fondos y valores, siendo la firma de la misma, el acto que muestre la con-
formidad, sin necesidad de motivación ni diligencia y sin perjuicio de la misma conforme
al Anexo III del Reglamento.

Si por el contrario, no la encuentra conforme en cuanto a la identidad del perceptor o
la cuantía del pago, formulará reparo motivado y por escrito, en las condiciones y con los
efectos previstos en la sección 3.a del presente capítulo.

Art. 16. Fiscalización e Intervención de los contratos menores.
1. Fiscalización previa: Los contratos menores estarán exentos de fiscalización con-

forme se determina en el artículo 12 de este Reglamento, siendo objeto de control, median-
te la modalidad de financiero posterior, que se ajustará a lo contemplado en el Plan Anual
de Control Financiero o Programas de Trabajo de desarrollo.

2. Intervención previa: No obstante, los contratos menores estarán sometidos a la in-
tervención previa, en el momento de la propuesta de gasto, mediante modelo habilitado al
efecto por la Intervención municipal para verificar que la descripción de la operación reali-
zada se corresponde con la aplicación presupuestaria seleccionada, que su importe se corres-
ponde con un contrato menor, y que concurren los requisitos previstos en el art. 118.3 de la
Ley de Contratos del Sector Público, así como en el momento del reconocimiento de la obli-
gación, de la expedición de las órdenes del pago y del pago material, comprendiendo la ve-
rificación, de conformidad a lo previsto en el art. 14 de este Reglamento, la comprobación
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de la autorización o aprobación previa del gasto, y la existencia de factura con los requisitos
y formalidades que la normativa establezca.

Las bases de ejecución u otras disposiciones podrán establecer normas concretas so-
bre documentación necesaria en determinados contratos menores.

Así pues, no se realizará un seguimiento explícito sobre posibles fraccionamientos de
contratos, errores en la adjudicación, o ausencia de más requisitos de contratación o trami-
tación, que los señalados en los puntos anteriores, más allá de supuestos que por su repeti-
ción u obviedad pudieran ser detectados, siendo responsabilidad de tales incidencias los ór-
ganos gestores.

Art. 17. Régimen de fiscalización e intervención limitada previa.—En el Ayun-
tamiento de San Martín de Valdeiglesias y sus organismos autónomos se establece con ca-
rácter general, la fiscalización limitada previa por lo que el OI se limitará a comprobar los
requisitos básicos, conforme a las consideraciones que se realicen en este artículo y en el
Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, pudiendo diferenciar:

1. En los expedientes de gastos:

Los extremos que se verificarán en cada uno de los expedientes o actos concretos que
se fiscalicen, serán exclusivamente aquellos que se determinen en el Anexo I de este Regla-
mento, teniendo en cuenta las siguientes premisas:

— Dichos extremos tienen la consideración de requisitos básicos, diferenciando en-
tre requisitos de general comprobación, requisitos básicos aprobados por Consejo
de Ministros, y requisitos adicionales aprobados por el Pleno.

— La determinación en el Anexo I de actuaciones concretas cuyas fases de ejecución
presupuestaria puedan acumularse, supondrá la comprobación de los requisitos
establecidos para cada una de las actuaciones de manera acumulada.

— En caso de aprobación por parte del Consejo de Ministros, de un Acuerdo que de-
termine nuevos requisitos básicos que por tanto, suplan, amplíen o modifiquen los
que se recogen en el Acuerdo actual, serán de aplicación automática en la fiscali-
zación limitada previa, sin perjuicio de su incorporación por actualización al
Anexo I.

— Igualmente, en el caso que se pudieran determinar nuevos expedientes o actos no
recogidos en el Acuerdo actual sobre el que se determinen requisitos básicos en
fiscalización limitada previa, será de aplicación inmediata dicho Acuerdo sobre
los mismos, a los que se añadirán los requisitos de general comprobación que de-
termina el Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, o el Texto Refundido de la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales en función de la fase presupuestaria a la que
afecte. La adición de requisitos adicionales sobre los requisitos del Acuerdo del
Consejo de Ministros, o sobre los requisitos de general de comprobación, reque-
rirán acuerdo de Pleno.

— La modificación de normativa que pudiera afectar a tramitación de expedientes o
actos sobre los cuales se hayan definido requisitos adicionales en fiscalización li-
mitada previa, entendiendo como tal una modificación del contenido esencial de
la fiscalización y no un simple cambio de articulado, importes… que como con-
secuencia de dicha modificación queden sin efecto en dichos expedientes, supon-
drá igualmente dejar sin efectos la aplicación de dichos requisitos como objeto de
fiscalización limitada previa. En estos supuestos será necesario la emisión de un
informe del Interventor, del que se dará cuenta en el Pleno, sin perjuicio de su in-
corporación por actualización al Anexo I.

En los supuestos de expedientes cuyo régimen de fiscalización no esté expresamente
recogido en este Reglamento se realizará, en tanto no sea aprobado por el Pleno del Ayun-
tamiento los requisitos esenciales, una fiscalización plena previa:

A. Requisitos básicos

1.o Requisitos básicos de general comprobación:

a) En las fases de autorización, compromiso y reconocimiento de obligación:

1. La existencia de crédito presupuestario:

— Debe ser suficiente y adecuado a la naturaleza del gasto.
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— En los casos en los que el crédito presupuestario dé cobertura a gastos con
financiación afectada, se comprobará que los recursos que los financian
son ejecutivos, acreditándose con la existencia de documentos fehacien-
tes que acrediten su efectividad.

— Cuando se trate de contraer compromisos de gastos de carácter plurianual
se comprobará, además, si se cumple lo preceptuado en la legislación de
haciendas locales.

— Cuando se trate de tramitación anticipada, se comprobará que incluye de-
claración sobre la subordinación de la autorización del gasto al crédito que
para aquel ejercicio se autorice en el presupuesto, y que si la financiación
es afectada, se subordina el gasto a la ejecutividad de los recursos.

2. Que los gastos se generan por órgano competente. Se comprobará antes de la
firma de los documentos contables que se deriven de los actos administrati-
vos, que el órgano propuesto para su firma es igualmente competente. De la
misma manera, si el órgano que dicta el acto administrativo difiere de aquel
que dicta el acto contable, se comprobará que este último es el competente.

Los extremos anteriores se acreditarán en todo caso, en los actos fiscalizados que
afecten a las fases presupuestarias “A”, “AD” y “ADO”, siendo posible que en las
fases “D” y “O” se haga referencia como requisito de general de comprobación,
la existencia de informe de fiscalización a la fase inmediatamente anterior. En
todo caso, se comprobará siempre la competencia del órgano.

b) En las fases de ordenación y realización de pagos, los requisitos de general com-
probación serán los que se establecen en el artículo 15 del Reglamento.

c) En los expedientes de pagos a justificar y anticipos de caja fija se estará a lo dis-
puesto en el siguiente artículo.

B. Requisitos básicos aprobados por el Consejo de Ministros

De aplicación preceptiva son también los extremos fijados para cada tipo de gasto, en
el Acuerdo del Consejo de Ministros vigente en cada momento, con respecto al ejercicio de
la función interventora en régimen de requisitos básicos, en aquellos supuestos que sean de
aplicación a las Entidades Locales.

El OI adaptará los informes utilizados en fiscalización limitada previa al nuevo esce-
nario.

C. Aquellos otros extremos que, por su trascendencia en el proceso de gestión,
se determinen por el Pleno a propuesta del Presidente y previo informe

del titular de la Intervención y que se recogen igualmente
en el Anexo I de este Reglamento

2. Expedientes de ingresos: En los ingresos sometidos a función interventora, se sus-
tituirá la fiscalización previa de los derechos e ingresos de la Tesorería, por la toma de razón
en contabilidad. La toma de razón se completará necesariamente con el control financiero al
que se refiere el Título III.

No obstante lo anterior, la sustitución de la fiscalización previa de los derechos e ingre-
sos de la Tesorería de la Entidad Local por el control inherente a la toma de razón en conta-
bilidad y el control posterior, no alcanzará a la fiscalización de los actos de ordenación y
pago material derivados de devoluciones de ingresos indebidos, ni a los supuestos contem-
plados expresamente en el Anexo II de este Reglamento, donde se comprobarán los extre-
mos en él determinados.

3. Otras consideraciones:

a) La Intervención, en todo caso, tendrá posibilidad de acceder y solicitar la totalidad
del expediente que se esté fiscalizando en cualquier momento.

b) El incumplimiento de los requisitos exigidos en los artículos anteriores de la pre-
sente sección motivará la formulación de reparo por el OI, en las condiciones y
con los efectos previstos en la sección tercera del presente capítulo.

c) Las obligaciones o gastos, y los derechos e ingresos, sometidos a la fiscalización e
intervención limitada previa a que se refiere apartados uno y dos de este artículo,
serán objeto de otra plena con posterioridad. Dichas actuaciones se llevarán a cabo
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en el marco de las actuaciones del control Financiero que se planifiquen en los tér-
minos recogidos en el título III de este Reglamento.

SECCIÓN 2.a

De la fiscalización previa de las órdenes de pago a justificar y anticipos de caja fija

Art. 18. Fiscalización previa de las órdenes de pago a justificar.—La fiscalización
previa de las órdenes de pago a justificar por las que se ponen fondos a disposición de los
órganos pagadores se verificará mediante la comprobación de los siguientes requisitos:

a) Que las propuestas de pago a justificar se basan en orden o resolución de autoridad
competente para autorizar los gastos a que se refieran.

b) Que existe crédito y el propuesto es el adecuado.
c) Que se adaptan a las normas que regulan la expedición de órdenes de pago a justi-

ficar con cargo a sus respectivos presupuestos de gastos conforme a lo contempla-
do en las bases de ejecución y en especial a las aplicaciones presupuestarias que
permiten dichos pagos.

d) Que el órgano pagador, a cuyo favor se libren las órdenes de pago, ha justificado
dentro del plazo correspondiente la inversión de los fondos percibidos con ante-
rioridad por los mismos conceptos presupuestarios. No obstante, no procederá el
reparo por falta de justificación dentro del plazo de libramientos anteriores cuan-
do, para paliar las consecuencias de acontecimientos catastróficos, situaciones que
supongan grave peligro o necesidades que afecten directamente a la seguridad pú-
blica, el Presidente de la Entidad autorice la expedición de una orden de pago es-
pecífica.

e) Que la expedición de órdenes de pago “a justificar” cumple con el plan de disposi-
ción de fondos de la Tesorería aprobado por el Presidente de la Entidad, salvo en
el caso de que se trate de paliar las consecuencias de acontecimientos catastrófi-
cos, situaciones que supongan grave peligro o necesidades que afecten directa-
mente a la seguridad pública. Se entenderá que cumplen en los mismos términos
que los previstos para la Intervención del pago.

f) Otros extremos a los que se pueda referir el Anexo I de este Reglamento.
El incumplimiento de los requisitos exigidos en este artículo, motivará la formulación

de reparo por el OI en las condiciones y efectos previstos en el artículo 26 del Real Decre-
to 424/2017, de 28 de abril.

Art. 19. Fiscalización previa de las órdenes de pago de anticipos de caja fija y sus
reposiciones.—1. La fiscalización previa de las órdenes de pago para la constitución o
modificación de los anticipos de caja fija se verificará mediante la comprobación de los si-
guientes requisitos:

a) La existencia y adaptación a las bases de ejecución que regulan la distribución por
cajas pagadoras del gasto máximo asignado.

b) Que la propuesta de pago se basa en resolución de autoridad competente.
2. Sin perjuicio del resto de requisitos que puedan regular las bases de ejecución, o

los anexos a este Reglamento, en la fiscalización previa de las reposiciones de fondos por
anticipos de caja fija el OI comprobará en cualquier caso:

a) Que el importe total de las cuentas justificativas coincide con el de los documentos
contables de ejecución del presupuesto de gastos.

b) Que las propuestas de pagos se basan en resolución de autoridad competente.
c) Que existe crédito y el propuesto es adecuado.
El incumplimiento de los requisitos exigidos en este artículo motivará la formulación

de reparo por el OI en las condiciones y efectos previstos en el artículo 26 del Real Decre-
to 424/2017, de 28 de abril.

Art. 20. Intervención de las cuentas justificativas de los pagos a justificar y antici-
pos de caja fija.—Sin perjuicio de lo establecido en las bases de ejecución del presupuesto,
en la intervención de las cuentas justificativas de los pagos a justificar y de los anticipos de
caja fija, se procederá de la siguiente manera:

a) Se comprobará que corresponden a gastos concretos y determinados en cuya eje-
cución se haya seguido el procedimiento aplicable en cada caso, que son adecua-
dos al fin para el que se entregaron los fondos, que se acredita la realización efec-
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tiva y conforme de los gastos o servicios y que el pago se ha realizado a acreedor
determinado por el importe debido.

b) La verificación de los extremos indicados en el párrafo anterior se realizará exa-
minando las cuentas y los documentos que justifiquen cada partida, pudiendo uti-
lizar excepcionalmente procedimientos de muestreo. La forma y la concreción de
dicho muestreo se realizarán conforme al Plan Anual de Control Financiero o en
los Programas de Trabajo de desarrollo aprobado por la Intervención. En caso de
no regularse nada, se examinará el 100% de la cuenta justificativa.

c) Los resultados de la verificación se reflejarán en informe en el que el OI manifes-
tará su conformidad con la cuenta o los defectos observados en la misma.

La opinión favorable o desfavorable contenida en el informe se motivará proponién-
dose, tras período para subsanación si así se estimara necesario, la apertura de expediente
de reintegro.

No obstante, este informe no tendrá efectos suspensivos respecto de la aprobación de
la cuenta.

El órgano competente, a la vista del informe de intervención, podrá aprobar la cuenta
justificativa:

a) Si lo hace con informe favorable de la Intervención, corresponderá la aprobación
al Alcalde.

b) Si lo hace en contra del informe del OI, y este se hubiera basado en irregularidades
en el plazo de realización o presentación de la cuenta, defectos de firma, exceso
de importes, inadecuación del gasto u otros, el órgano competente será el Alcalde
que podrá aprobar la cuenta justificativa, mediante Resolución en donde se debe-
rá hacer constar las observaciones realizadas por el OI, dando cuenta de dicho De-
creto al Pleno.

c) Si lo hace en contra del informe del OI, y este se hubiera basado en ausencia de
justificación total o parcial, falta de acreditación de los pagos o documentos justi-
ficativos incorrectos, se procederá de manera similar a la que se regula para el re-
paro y se procederá como establece al respecto este Reglamento. El órgano com-
petente para aprobación de la cuenta será el Presidente de la Entidad.

Con ocasión de la dación de cuentas de la liquidación del presupuesto y la remisión al
Pleno del informe anual y, en un punto adicional, se elevará a dicho órgano un informe con
los resultados obtenidos del control de todas las cuentas a justificar y anticipos de caja fija.

SECCIÓN 3.a

De los resultados de la fiscalización en la función interventora

Art. 21. Aspectos generales.—1. El ejercicio de la función interventora podrá con-
cluir, de manera expresa de alguna de las siguientes formas:

a) Si el OI estuviese de acuerdo con el fondo y forma de los actos, documentos o ex-
pedientes examinados, emitirá fiscalización de conformidad:

1.o Con carácter general, si el OI considera que el expediente objeto de fiscaliza-
ción se ajusta a la legalidad, hará constar de manera expresa su conformidad
mediante Informes elaborados conforme a los modelos aprobados de verifi-
cación de requisitos básicos, en el caso de la fiscalización limitada previa. En
caso de fiscalización ordinaria, realizará informe expreso.

2.o Con carácter excepcional, ya sea en fiscalización ordinaria o limitada previa,
podrá igualmente mostrar la conformidad de manera expresa al expediente,
sin necesidad de motivarla en el informe de fiscalización, mediante diligen-
cia firmada del siguiente tenor literal “Fiscalizado o Intervenido y conforme”,
sobre informe o propuesta emitidos en el expediente por el Responsable del
mismo.

3.o En el caso de fiscalización previa plena (régimen general), la conformidad
puede informarse condicionada siempre que los defectos observados en el ex-
pediente derivasen del incumplimiento de requisitos o trámites que no sean
los considerados esenciales en los términos determinados en este Reglamen-
to, ni el resto de los incluidos en el artículo 216.2 del Texto Refundido de la
Ley Reguladora de las Haciendas Locales. Dichos defectos deberán ser sub-
sanados con anterioridad a la aprobación del expediente. El órgano gestor re-
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mitirá al OI la documentación justificativa de haberse subsanado dichos de-
fectos.

4.o De no solventarse por el órgano gestor los condicionamientos indicados para
la continuidad del expediente, se considerará formulado el correspondiente
reparo, sin perjuicio de que, en los casos en los que considere oportuno, po-
drá iniciarse el procedimiento descrito en el artículo 5.o. En caso de confor-
midad, el informe será debidamente notificado al gestor, quien podrá conti-
nuar con la tramitación del expediente.

b) Si el OI no estuviese de acuerdo con el fondo y forma de los actos, documentos o
expedientes examinados, formulará su reparo por escrito.
Dichos reparos, deberán ser motivados con razonamientos fundados en las normas
en las que se apoye el criterio sustentado y deberán comprender todas las objecio-
nes observadas en el expediente, teniendo efecto suspensivo sobre la tramitación
del expediente hasta que sea este solventado, en los siguientes supuestos:
1. Cuando se base en la insuficiencia de crédito o el propuesto no sea adecuado

(artículo 216.2 TRLRHL).
2. Cuando no hubieran sido fiscalizados los actos que dieron origen a las órde-

nes de pago (artículo 216.2 TRLRHL).
3. Cuando el gasto se proponga a un órgano que carezca de competencia para su

aprobación.
4. Cuando el reparo derive de comprobaciones materiales de obras, suministros,

adquisiciones y servicios que estén sujetas a las mismas (art. 216.2 TRLRHL).
5. Cuando se aprecien graves irregularidades en la documentación justificativa

del reconocimiento de la obligación o no se acredite suficientemente el dere-
cho de su perceptor.

6. Cuando se hayan omitido requisitos o trámites que pudieran dar lugar a la nuli-
dad del acto, o cuando la continuación de la gestión administrativa pudiera cau-
sar quebrantos económicos a la Tesorería de la Entidad Local o a un tercero.

7. Cuando se incumpla algún requisito básico del Anexo I en régimen de fiscali-
zación previa limitada.

c) En los supuestos de fiscalización limitada previa, la intervención podrá igualmen-
te formular las observaciones complementarias que considere convenientes, sin
que las mismas tengan, en ningún caso, efectos suspensivos en la tramitación de
los expedientes. Respecto a estas observaciones no procederá el planteamiento de
discrepancia. Dichas observaciones podrán versar tanto sobre las cuestiones no
consideradas esenciales en la fiscalización limitada, como relacionadas con aque-
llas, con el objetivo de alertar sobre aspectos que puedan ser observados en el con-
trol financiero. Dichas observaciones serán objeto de seguimiento en control per-
manente posterior, conforme se determine en el Título III de este Reglamento.

2. Las opiniones del OI respecto al cumplimiento de las normas NO prevalecerán so-
bre las de los órganos de gestión. Los informes emitidos por ambos se tendrán en cuenta en
el planteamiento de las discrepancias que se planteen, dentro de un procedimiento contra-
dictorio que será resuelto definitivamente por el Presidente de la Entidad Local, por el Ple-
no u órgano competente de acuerdo con lo previsto en el artículo 217 y en el apartado 2 del
artículo 218 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales y en el ar-
tículo 24 de este Reglamento.

Art. 22. De los informes de fiscalización.—El resultado de la fiscalización, se deter-
minará en el informe que el OI emitirá al efecto en aquellos expedientes o fases contables
que tengan que ser objeto de pronunciamiento por la misma, con arreglo a los siguientes
criterios y a lo contemplado en el artículo anterior:

a) Los informes serán numerados y en ellos se podrá identificar, al menos, al redactor
del mismo y al Servicio que los elabora, y si hacen referencia a fiscalización limi-
tada previa, ordinaria, control permanente o auditoría.

b) La estructura de los informes será uniforme y contendrá, referido al expediente
concreto, los antecedentes, mención a los fundamentos legales, verificaciones y
conclusión, que deberá en todo caso, pronunciarse en alguno de los dos sentidos a
los que se refiere el artículo anterior.

c) Los informes de fiscalización deberán ser firmados preferentemente por los Habi-
litados Nacionales con funciones de control interno o su delegado. Con carácter
preferente, dichos informes serán firmados electrónicamente.
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d) El titular de la Intervención podrá dar instrucciones específicas sobre la forma o
aspecto de los informes de fiscalización, conforme a los extremos de fiscalización
que se determinen en los anexos al Reglamento, cuando la naturaleza del expe-
diente lo haga aconsejable.

e) El OI podrá emitir comunicaciones, circulares, o recomendaciones a las distintas
áreas gestoras con el objeto de advertir sobre situaciones observadas en los proce-
dimientos fiscalizados, sin que tales documentos tengan carácter de informe de
fiscalización, si en dicho documento no queda expresamente recogida tal conside-
ración. La reiteración de este tipo de comunicaciones o recomendaciones al mis-
mo gestor, podrá dar lugar a la propuesta para que estos extremos sean considera-
dos como esenciales en el ámbito de la fiscalización limitada previa, sin perjuicio
de un control financiero sobre ellos.

f) Junto con los informes de fiscalización, el OI puede emitir otro tipo de informes,
que si bien, deberán mantener la estructura a la que se refiere el apartado “b” de este
artículo, por la naturaleza del expediente examinado, puede no pronunciarse expre-
samente sobre la conformidad o disconformidad, al ser meramente informativos.

Art. 23. Reparos de Ingresos.—En el caso que en el ejercicio de la función interven-
tora, cuando así se contemple en el Anexo II, la disconformidad se refiera al reconocimien-
to o liquidación de derechos a favor de las Entidades Locales, así como a la anulación de
derechos, la oposición se formalizará en nota de reparo que, en ningún caso, suspenderá la
tramitación del expediente, dando lugar, conforme a la regulación que sobre ello haga el
Tribunal de Cuentas en cada momento, a la dación de cuentas al mismo de las deficiencias
observadas en esta materia, sin perjuicio de la comunicación de dichas deficiencias a las
áreas gestoras de los ingresos.

Art. 24. Tramitación de los reparos.—1. Emitido el informe de reparo por el OI, y
debidamente notificado, el órgano gestor al que va dirigido podrá:

a) Aceptarlo, en cuyo caso decidirá:
1.o Subsanar; en este supuesto deberá, en el plazo de quince días, subsanar las de-

ficiencias puestas de manifiesto por el OI y remitir de nuevo las actuaciones
a control.

2.o Recibido documento de subsanación por parte del gestor, el OI emitirá de
nuevo informe de fiscalización motivado, donde declare si da por subsanada
o no la deficiencia puesta de manifiesto en el primer informe de fiscalización.
En caso positivo, el gestor podrá continuar con la tramitación del expediente.
En caso negativo, el informe del OI confirmará el reparo previamente emiti-
do, en cuyo supuesto, el gestor podrá optar, por aceptar y subsanar de nuevo,
inactuar o discrepar, todo ello, dentro del plazo máximo de 30 días desde la
emisión del primer informe de reparo.

3.o Desistir; recibido el reparo, podrá desistir del gasto, y decretar el archivo del
expediente, mediante Resolución de Alcaldía y sin perjuicio de su reinicio
posterior.

b) Inactuar: Transcurridos más de 30 días desde la emisión del informe del OI sin que
se hayan subsanado las deficiencias observadas, archivado el mismo, ni tampoco
iniciado procedimiento de discrepancia, se entenderá que desiste de las opciones
de subsanar o discrepar, acordándose el archivo del expediente previa Resolución
del órgano competente por razón de la materia.

c) No aceptarlo, en cuyo caso el órgano al que se dirija el reparo, iniciará un proce-
dimiento de discrepancia:
1.o El órgano gestor, cuyo criterio sea contrario al manifestado por el OI, planteará

al Presidente de la Entidad Local, al órgano colegiado competente o al Pleno
la discrepancia motivada por escrito, con cita de los preceptos legales en los
que sustente su criterio, en el plazo de 15 días desde la recepción del reparo.
La formulación de la discrepancia será puesta en conocimiento del OI.

2.o El Presidente de la Entidad Local, el órgano colegiado competente, o el Pleno,
previamente a la resolución de la discrepancia, podrá elevar resolución de las
mismas al órgano de control competente de la Administración que tenga atri-
buida la tutela financiera, remitiendo la discrepancia directamente al Inter-
ventor General de la Administración del Estado. La elevación de la consulta
a la IGAE, será comunicado al OI de la Entidad, y se tramitará conforme dis-
pone el Real Decreto 424/2017, de 28 de abril.
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2. Corresponderá al Pleno la resolución de la discrepancia cuando los reparos:

a) Se basen en insuficiencia o inadecuación de crédito.
b) Se refieran a obligaciones o gastos cuya aprobación sea de su competencia.

Corresponderá al Presidente, la Resolución de las discrepancias en todos aquellos su-
puestos no contemplados en el apartado anterior.

La Resolución de discrepancias será indelegable, deberá recaer en el plazo de 15 días
desde la emisión del informe motivado de discrepancia del gestor y tendrá naturaleza eje-
cutiva.

3. Resuelta la discrepancia, que será motivada y por escrito, se podrá continuar con
la tramitación del expediente, dejando constancia, en todo caso, de la adecuación al crite-
rio fijado en la Resolución correspondiente o, en su caso, a la motivación para la no aplica-
ción de los criterios establecidos por el órgano de control.

4. Con ocasión de la dación de cuentas de la Liquidación, el OI elevará al Órgano
Colegiado de la Entidad que corresponda, el informe anual de todas las resoluciones adop-
tadas por el Presidente de la Entidad Local contrarias a los reparos efectuados, o, en su caso,
a la opinión del órgano competente de la Administración que ostente la tutela al que se haya
solicitado informe así como un resumen de las principales anomalías detectadas en materia
de ingresos. Dicho informe atenderá únicamente a aspectos y cometidos propios del ejerci-
cio de la función fiscalizadora, sin incluir cuestiones de oportunidad o conveniencia de las
actuaciones que fiscalice.

El Presidente de la Corporación podrá presentar en el Pleno informe justificativo de su
actuación.

En el caso de reparos formulados contra cuentas justificativas de pagos a justificar o
cajas fijas, los informes emitidos igualmente se remitirán al Pleno con ocasión de la liqui-
dación, y como punto aparte.

Una vez informado el Pleno el OI remitirá anualmente, conforme al artículo 218.3 del
Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, con ocasión de la Cuen-
ta General, al Tribunal de Cuentas todas las resoluciones y acuerdos adoptados por el Pre-
sidente de la Entidad Local y por el Pleno contrarios a los reparos formulados, así como un
resumen de las principales anomalías detectadas en materia de ingresos.

A la citada documentación deberá acompañar, en su caso, los informes justificativos
presentados por la Corporación Local. De la misma manera, se efectuará remisión al Tribu-
nal de Cuentas, ajustándose a los formatos y especificaciones establecidos en el Acuerdo
de Pleno del Tribunal de Cuentas, en su reunión de 30 de junio de 2015, o las modificacio-
nes que de la misma se realicen, por el que se aprueba la instrucción que regula la remisión
al Tribunal de Cuentas de la información sobre acuerdos y resoluciones del Pleno, de la Jun-
ta de Gobierno Local y del Presidente de la Entidad Local contrarios a reparos formulados
por los Interventores locales y la anomalías detectadas en materia de ingresos, así como so-
bre los acuerdos adoptados con omisión del trámite de fiscalización previa, a través de un
procedimiento telemático.

Capítulo III

De los documentos contables

Art. 25. De los documentos contables.—Toda operación relativa a la gestión econó-
mica presupuestaria se incorporará al sistema de información contable a través de uno o
más documentos contables, en función de la naturaleza de la operación de que se trate. El
OI, para realizar la validación de los documentos contables incluidos en el expediente, así
como para la contabilización de los mismos, dispondrá con carácter general, de un plazo
máximo de 15 días a contar desde el siguiente a la fecha de finalización de la fiscalización.

El aplicativo contable estará vinculado y conectado al aplicativo de gestión de expedien-
tes. Se procederá de la siguiente manera, en función del documento contable que se tramite:

1. Retenciones de crédito:

a) Con carácter general se centralizará en el órgano contable el registro de los mis-
mos con carácter de operación previa, y se deberá de aportar para su contabiliza-
ción las propuestas de gastos y la documentación que se estime necesaria para co-
nocer de manera inequívoca el gasto que se pretende realizar, así como aquella que
se exija por normativa interna. En el caso de falta de documentación que clarifi-
que el gasto que se pretende realizar, bien cuando los documentos no contengan
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los requisitos o datos exigidos se devolverá la propuesta al centro gestor para com-
pletarlo.

b) Corresponderá al órgano contable la validación de la operación provisional y del
proyecto de gasto y su paso a definitiva, así como la verificación de la adecuación
del documento contable al expediente y la coherencia con el sistema de informa-
ción contable.

2. Autorización y disposición del gasto; la contabilización de las fases contables “A”
y “D” o “AD”, y sus inversas serán realizadas por el órgano contable, que en ningún caso
podrá validar la misma sin la correspondiente Resolución administrativa que la origina, y
que será insertada en el aplicativo de gestión en cada uno de los expedientes que correspon-
dan. Se adjuntará como documentación obligatoria, la Resolución, Acuerdo o acto adminis-
trativo, que dé lugar a la contabilización de cada una de las fases presupuestarias.

En los supuestos de AD/ no será necesaria Resolución cuando se trate de ajustes de im-
portes por redondeo, rectificaciones de errores materiales o aritméticos en la contabiliza-
ción o economía en la ejecución definitiva.

3. Reconocimiento de la obligación; la contabilización de las fases “O” o “ADO”, y
sin perjuicio de lo contemplado en el último párrafo de este artículo, se realizará con carác-
ter general por el órgano contable, una vez que el gestor acompañe a los expedientes corres-
pondientes, el documento justificativo del gasto realizado, factura, justificación de la sub-
vención, convenio firmado o Resolución administrativa que motive el gasto, así como
cualquier otro documento que demuestre de manera fehaciente la realización del gasto,
como actas de recepción o de comprobación material, fotografías o documentos acreditati-
vos de realización de un patrocinio... En el caso de las obras, junto a la factura habrá que
acompañarse la certificación de obra correspondiente en su caso. El informe de OI será ne-
cesario en aquellos supuestos que así se determinen en este Reglamento o en los correspon-
dientes procedimientos normalizados. La firma por parte del Presidente de las relaciones
que comprendan los reconocimientos de obligación en el sistema contable, será la resolu-
ción administrativa que posibilite el reconocimiento de la obligación, debiendo incorporar-
se dicho documento al libro de resoluciones de la Entidad. El texto de las relaciones conta-
bles será el que se determine en el Anexo III de este Reglamento.

4. Orden y ejecución de pago; la contabilización de la fase “P” y posteriores, se rea-
lizará por la Tesorería de la Entidad con carácter general que deberá asegurar que está dis-
ponible toda la documentación de las fases anteriores. La firma por parte del Presidente de
las relaciones que comprendan las distintas órdenes de pago en el sistema contable, será la
Resolución administrativa que posibilite la misma, debiendo incorporarse dicho documen-
to al libro de resoluciones de la Entidad. El texto de las relaciones contables será el que se
determine en el Anexo III de este Reglamento.

5. Las anulaciones de las operaciones anteriores, requerirán igualmente, de la incor-
poración de la Resolución administrativa que origina el barrado de las mismas, a excepción
de los supuestos en que la anulación provenga de errores en la contabilización, en cuyo
caso, dicha singularidad debe reflejarse en el texto de la operación.

Capítulo IV

De la omisión de la función interventora

Art. 26. De la omisión de la función interventora y reconocimiento extrajudicial de
créditos.—1. La omisión de la función interventora: En los supuestos en los que, con arre-
glo a lo dispuesto en el Título II de este Reglamento, se haya dictado acto administrativo o
se haya producido el hecho que hubiera debido motivar aquel sin el mismo, y donde la fun-
ción interventora fuera preceptiva, y se hubiese omitido, no se podrá comprometer el gas-
to, reconocer la obligación, tramitar el pago, ni intervenir favorablemente estas actuaciones
hasta que se conozca y resuelva dicha omisión mediante el siguiente trámite:

a) El OI al conocer tal omisión, lo pondrá de manifiesto al Concejal delegado del
Área y al responsable del expediente en el que se detecte la ausencia de la función
interventora, requiriéndole para que en el plazo de 5 días hábiles, emita un infor-
me justificativo de las actuaciones, realice descripción detallada del gasto (obje-
to, importe, fecha y concepto presupuestario), constatación, en su caso, de las
prestaciones y su valoración, para asegurar que las mismas se ajustan a precio de
mercado.
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b) El OI emitirá, en el plazo de 5 días desde la recepción del informe del gestor, infor-
me de omisión de la función interventora (en adelante OFI), que se unirá al infor-
me justificativo del gestor y se remitirá al Presidente a fin de que, junto al expe-
diente completo, pueda decidir si continua o no el procedimiento y demás
actuaciones que, en su caso, procedan. En los casos que la omisión de la fiscaliza-
ción previa se refiera a las obligaciones o gastos cuya competencia sea de Pleno,
el Presidente de la Entidad Local deberá someter la decisión a los mismos.
El informe OFI, no tendrá naturaleza de fiscalización, y se incluirá en la relación
de los informes de los que se dan cuenta al Pleno y al Tribunal de Cuentas, según
los apartados 6 y 7 del artículo 15 del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril. El
OFI, que emitirá su opinión respecto de la propuesta, pondrá de manifiesto, como
mínimo, los siguientes extremos:

1. Descripción detallada del gasto, con inclusión de todos los datos necesarios
para su identificación, haciendo constar, al menos, el órgano gestor, el objeto
del gasto, el importe, la naturaleza jurídica, la fecha de realización, el concep-
to presupuestario y ejercicio económico al que se imputa.

2. Exposición de los incumplimientos normativos que, a juicio del OI informan-
te, se produjeron en el momento en que se adoptó el acto con omisión de la
preceptiva fiscalización o intervención previa, enunciando expresamente los
preceptos legales infringidos.

3. Constatación de que las prestaciones se han llevado a cabo efectivamente y de
que su precio se ajusta al precio de mercado, para lo cual se tendrán en cuen-
ta las valoraciones y justificantes aportados por el órgano gestor, que habrá de
recabar los asesoramientos o informes técnicos que resulten precisos a tal fin.

4. Comprobación de que existe, en el momento en el que se detecta la omisión,
crédito presupuestario adecuado y suficiente para satisfacer el importe del
gasto.

5. Posibilidad y conveniencia de revisión de los actos dictados con infracción
del ordenamiento, que será apreciada por el OI, en función de si se han reali-
zado o no las prestaciones, el carácter de estas y su valoración, así como de
los incumplimientos legales que se hayan producido. Para ello, se tendrá en
cuenta que el resultado de la revisión del acto se materializará acudiendo a la
vía de indemnización de daños y perjuicios derivada de la responsabilidad pa-
trimonial de la Administración como consecuencia de haberse producido un
enriquecimiento injusto en su favor, o de incumplir la obligación a su cargo,
por lo que, por razones de economía procesal, solo sería pertinente instar di-
cha revisión cuando sea presumible que el importe de dichas indemnizacio-
nes fuera inferior al que se propone.

a) El Presidente por Resolución o el Pleno, decidirá si continúan o no el proce-
dimiento, pudiendo ocurrir que:

1. La única infracción detectada en el informe OFI, haya sido la propia omisión,
en cuyo caso la Resolución acordará la continuación del procedimiento, no in-
coará revisión y convalidará expresamente tal vicio. Se trasladará al OI para
que contabilice, si procede, el Acto, sin perjuicio del posible apercibimiento
de la Presidencia de la Entidad.

2. El informe OFI aprecie, además de la omisión cometida, infracciones o in-
cumplimientos normativos, que requieran, a criterio de la Intervención, recti-
ficación, revocación, convalidación o anulación del acto no fiscalizado.

En estos casos el Presidente, el Pleno, u órgano colegiado competente, solicitará infor-
me jurídico a la Secretaría General de la Entidad, en relación con la calificación jurídica de
la infracción y de la tramitación que proceda. Con estos informes, el Presidente o el Órga-
no Colegiado decidirá:

a) SI continúa el procedimiento, motivándolo en su caso debidamente, y remitiendo
tal acuerdo y el expediente al OI, que lo considerará como una resolución contra
el criterio del órgano de control. El OI dará cuenta al Pleno y al Tribunal de Cuen-
tas y contabilizará en su caso, las operaciones que se deriven del acto resuelto.

b) Si NO continúa el procedimiento, remitiendo el expediente al gestor a los efectos
de su tramitación conforme se haya indicado en el informe del OFI y/o en el In-
forme jurídico. La no continuación supone pues, la enmienda del vicio detectado.
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En este supuesto, se considera competente para la Resolución rectificativa, de re-
vocación, la convalidación, así como para la revisión que se materialice acudien-
do a la vía de la indemnización, el Presidente, el Pleno, en función de quien tenga
la competencia del gasto.
Será no obstante competencia de Pleno la declaración de nulidad o la de lesividad
en los actos de naturaleza no contractual.
El acuerdo favorable del Presidente, del Pleno, no eximirá de la exigencia de las
responsabilidades a que, en su caso, hubiera lugar.
En los supuestos en los que en un expediente no ha sido objeto de función inter-
ventora siendo esta necesaria, e igualmente se detecte sobre el mismo incumpli-
mientos que de haberse realizado la misma, hubiera dado lugar a algún reparo con-
forme a lo contemplado en el artículo 24 del Reglamento, la tramitación del
expediente continuará conforme a lo regulado en este artículo, sin perjuicio que en
el informe OFI se refiera también a las causas que hubieran motivado un posible
reparo de haberse realizado la función interventora.

2. Reconocimiento extrajudicial de créditos de ejercicios cerrados: Cuando se trate
de expedientes de gastos donde la función interventora sea preceptiva, relativos a prestacio-
nes de ejercicios cerrados, donde se haya incurrido en omisión de la función interventora,
y que no se correspondan con atrasos de personal ni gastos debidamente adquiridos en los
términos del artículo 26 del Real Decreto 500/1990, de 20 de abril, el compromiso del gas-
to, el reconocimiento de la obligación, o los pagos, no podrán contabilizarse hasta que no
se conozca y resuelva el expediente de Reconocimiento Extrajudicial del Crédito.

Los atrasos del personal correspondientes a ejercicios cerrados, se imputarán al ejerci-
cio vigente cuando resulten de Resoluciones emitidas en ejercicios anteriores, tramitadas re-
glamentariamente y fiscalizadas, en su caso de conformidad, sin perjuicio de su contabiliza-
ción y de la incorporación del remanente de crédito. Su imputación requerirá declaración
expresa del Concejal-Delegado de Personal como un gasto de personal de ejercicios cerra-
dos conforme a este artículo y la verificación de la intervención que hará constar su confor-
midad mediante diligencia firmada: “Fiscalizado de conformidad, atrasos del personal”.

Se entenderá, a estos efectos, gastos debidamente adquiridos los que resulten de adju-
dicaciones o compromisos de gastos efectivamente formalizados en ejercicios anteriores,
aunque no se hubiese contabilizado la correspondiente fase presupuestaria, tramitados re-
glamentariamente y fiscalizados, en su caso de conformidad, sin perjuicio de su contabili-
zación y de la posible incorporación de remanentes de créditos.

Su imputación al ejercicio presupuestario vigente, requerirá declaración expresa del
gestor como gasto debidamente adquirido conforme a este artículo y la verificación de la
intervención que hará constar su conformidad mediante diligencia firmada: “Fiscalizado de
conformidad, gasto debidamente adquirido”.

La tramitación de los expedientes de reconocimiento extrajudicial se llevará a cabo de
la siguiente manera:

a) El gestor dará traslado al OI del Acto, Acuerdo o documentos que lo requieran, dic-
tados con omisión de fiscalización, a los que acompañará informe justificativo de
la razón por la que se ha omitido dicha función, así como descripción detallada del
gasto, certificación de la realización de las prestaciones y su ajuste a precios de
mercado. Tal informe será suscrito por el Alcalde.

b) Se acompañará igualmente documento RC adecuado y suficiente en el presupues-
to vigente y declaración de que son partidas susceptibles de tal minoración sin que
se perturben los proyectos o servicios del ejercicio, procediendo en caso contra-
rio, a la previa modificación de crédito correspondiente.

c) El OI emitirá un informe que valorará el ajuste o infracciones de los actos al orde-
namiento y manifestará su opinión respecto de los mismos, en el mismo sentido
que el apartado 1 anterior.

d) El Presidente de la Entidad remitirá al Pleno el expediente con la propuesta de:

1. Rectificación, revocación o convalidación y consiguiente Reconocimiento
Extrajudicial del Crédito, de la obligación y posterior pago.

2. Revisión del acto, mediante declaración de nulidad o anulabilidad y acuerdo
indemnizatorio, si procede.

El Pleno u Órgano Colegiado competente, adoptará el acuerdo pertinente, sin perjui-
cio de las responsabilidades a que haya lugar.
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3. Dación de cuentas: Anualmente, con motivo de la liquidación, y junto con los in-
formes de reparo a los que se refiere la sección tercera del Capítulo II del Título II de este
Reglamento, se remitirá un informe resumen al Pleno u Órgano Colegiado, de todos los in-
formes emitidos durante el año por la omisión de intervención previa, en los términos en
este punto establecido, así como de los expedientes de Reconocimiento Extrajudicial de
Crédito a los que se refiere el artículo 60.2 del Real Decreto 500/1990, de 20 de abril, y el
punto anterior de este artículo. Igualmente se remitirá al Tribunal de Cuentas con ocasión
de la rendición de la Cuenta General.

TÍTULO III

Del control financiero

Capítulo I

Disposiciones generales

Art. 27. Aspectos generales.—1. En el ejercicio de las funciones de control finan-
ciero se deberán examinar cuantos antecedentes, documentación e información sean preci-
sos a efectos de las actuaciones de control, así como consultar la información contenida en
los sistemas informáticos de gestión que sea relevante o solicitar a los órganos gestores cuan-
ta información se estime necesaria, que deberán facilitar la información de carácter econó-
mico o de otra naturaleza que sea relevante para la realización de las actuaciones de control.

2. El OI, en el ejercicio del control financiero en cualquiera de sus modalidades, po-
drá solicitar a los órganos o entidades a los que se dirija, la documentación que se conside-
re necesaria para el desarrollo de las actuaciones, ya sea en soporte documental o en pro-
gramas y archivos en soportes informáticos compatibles con los equipos y aplicaciones del
órgano de control, y el acceso para consultas a los sistemas y aplicaciones que contengan
información económico-financiera del órgano.

3. Las actuaciones de obtención de información podrán iniciarse en cualquier momen-
to una vez notificado el inicio del control sin que se precise previo requerimiento escrito.

4. El plazo para el cumplimento de la solicitud de remisión de la documentación o
información no excederá de 15 días hábiles desde el requerimiento.

5. En aquellos supuestos en que se apreciara obstrucción o falta de colaboración con
el personal encargado de la ejecución del control financiero, el OI comunicará tal circuns-
tancia al Concejal de Hacienda o Alcalde-Presidente con el objeto de que proceda a adop-
tar las medidas correctoras oportunas. En todo caso, la falta de colaboración podrá hacerse
constar en el informe de control.

6. Serán de aplicación al control financiero, los principios generales de control inter-
no, y en particular el principio de procedimiento contradictorio por el que las opiniones del
OI respecto al cumplimiento de las normas, no prevalecerán sobre las de los órganos de ges-
tión. Los resultados finales que se obtengan de los controles deberán incluir las alegaciones
u opiniones aportadas por el órgano gestor, así como una correcta y fundamentada valora-
ción de las mismas.

Art. 28. Formas de ejercicio.—1. El control financiero de la actividad económico-
financiera se ejercerá mediante el ejercicio del control permanente y la auditoría pública:

a) El control permanente, por su parte, puede ser:

1.o Control previo por disposición de ley (actos no sujetos a fiscalización previa).
2.o Control concomitante.
3.o Control posterior sobre actos en régimen de fiscalización limitada previa.

b) La Auditoria pública, distingue:

1.o Auditoria de cuentas.
2.o Auditoria de cumplimiento.
3.o Auditoria operativa.

Ambas modalidades incluirán el control de eficacia, que consistirá en verificar el gra-
do de cumplimiento de los objetivos programados, del coste y rendimiento de los servicios
de conformidad con los principios de eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad
financiera en el uso de los recursos públicos locales.

2. En el ejercicio del control financiero serán de aplicación las normas de control fi-
nanciero y auditoría pública vigentes en cada momento para el Sector Público Estatal.
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Art. 29. Planificación del control financiero.—1. La Intervención elaborará un
Plan Anual de Control Financiero (en adelante PACF) que recogerá, entre otras, todas las
actuaciones de control permanente y auditoría pública a realizar durante el ejercicio.

Dicho Plan será elaborado en el último trimestre del ejercicio anterior en el que se de-
sarrolle y será presentado al Pleno como dación de cuentas, antes de la finalización del mes
de enero del ejercicio al que se refiera.

2. El Plan Anual de Control Financiero diferenciará, de manera general entre:
a) Actuaciones cuya realización por el OI deriven de una obligación legal, y cuyo

ejercicio se realice antes de dictar el Acto o adoptar el Acuerdo que corresponda.
Será denominado Control Permanente Previo.
Estas actuaciones que sean necesarias por obligación legal, tales como Presupuesto,
Liquidación, análisis de la estabilidad presupuestaria, modificaciones de créditos...
se podrán actualizar en el PACF anual. Se recogen las mismas en el Anexo IV.

b) Actuaciones de control concomitante que podrán realizarse, entre otros, sobre
aquellos actos de trámite que emanan de órganos colegiados en los que forma par-
te la Intervención u órgano de control, y emitan propuestas de Resolución.

c) Actuaciones que se seleccionen sobre la base de un análisis de riesgos, y que en
términos estadísticos se puedan fijar cada año, que tendrán en cuenta los objetivos
que se pretendan conseguir, las prioridades establecidas para cada ejercicio y los
medios disponibles y en todo caso, respetarán las normas de control financiero y
auditoría pública vigentes en cada momento para el Sector Público Estatal. For-
marán parte del Control Permanente Posterior.
El concepto de riesgo deberá ser entendido como la posibilidad de que se produz-
can hechos o circunstancias en la gestión sometida a control, susceptibles de ge-
nerar incumplimientos de la normativa aplicable, falta de fiabilidad de la informa-
ción financiera, inadecuada protección de los activos o falta de eficacia y
eficiencia en la gestión. El mapa de riesgo que pudiera elaborarse derivado del
PACF, al que se refiere este punto, deberá responder a la peculiaridad de cada En-
tidad, y se elaborará sobre la base, entre otras, de las conclusiones u observacio-
nes reiteradas sobre defectos esenciales o no, en los distintos expedientes, expe-
riencia del OI... Se identificarán las áreas, materias o aspectos del control más
necesarias de seguimiento. Una vez identificados los riesgos, será necesario asig-
nar prioridades para seleccionar las actuaciones a realizar. Para la configuración
del mapa de riesgo se podrá utilizar la colaboración privada.

d) Actuaciones de auditoría pública, que recogerá:
1.o La tipología de auditorías en las entidades que sean objeto de las mismas.
2.o La forma de llevarlas a cabo, sea con personal propio o con externo.
3.o Las entidades sobre las que se realizará.

e) Actuaciones de control a realizar sobre entidades colaboradoras y beneficiarios de
subvenciones.

f) Actuaciones de control de eficacia.
g) Otras actuaciones que podrán comprender entre otras, un estudio del porcentaje de

control interno al que se refiere el artículo 3 de este Reglamento.
3. El Plan Anual podrá ser modificado como consecuencia de la ejecución de con-

troles en virtud de solicitud o mandato legal, variaciones en la estructura de las entidades
objeto de control, insuficiencia de medios o por otras razones debidamente ponderadas, que
deberán ser informadas y motivadas por el Interventor. Dicha modificación será igualmen-
te remitida al Pleno para su información en la primera sesión posterior a la modificación.

4. El desarrollo del PACF, se realizará para cada actuación conforme el artículo si-
guiente.

Art. 30. Objetivos, ejecución y desarrollo de la Planificación del control financie-
ro.—1. La ejecución del PACF tendrá los siguientes objetivos:

a) Ofrecer una visión del grado en que la gestión desarrollada por el sujeto del sector
público sometido a control, se ajusta a los principios de legalidad, eficacia, efi-
ciencia, calidad y demás de buena gestión, mediante la verificación de la regula-
ridad formal de la gestión económico financiera desarrollada, analizando el grado
de cumplimiento de la normativa y procedimientos sobre los que no se extiende la
función interventora.

b) Efectuar recomendaciones y propuestas de actuaciones correctoras de las deficien-
cias que se observen, de medidas de carácter preventivo que eviten la aparición de
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deficiencias, o de acciones que pudieran redundar en una mejora de la gestión, me-
diante la verificación de la aplicación del principio de orientación a resultados y di-
rección por objetivos, efectuando entre otras, las siguientes acciones.

c) El análisis y evaluación del grado de cumplimiento de los objetivos definidos en
los Programas de Gastos de los Presupuestos Generales del Ayuntamiento.

d) El seguimiento de la ejecución presupuestaria a fin de verificar la fiabilidad de la
información financiera y de aportar información de aquellos aspectos de la ges-
tión económica financiera desarrollada que pudieran afectar al principio de esta-
bilidad, sostenibilidad o de equilibrio presupuestario.

e) Proporcionar una valoración acerca de si los procesos y procedimientos de gestión
objeto de análisis se adecuan a los principios de eficiencia, economía, calidad y
demás de buena gestión.

2. El desarrollo del PACF para el control permanente, se realizará con las siguientes
premisas:

a) La Intervención podrá dictar una Instrucción técnica que amplíe el contenido que
respecto al PACF se determina en este Reglamento.

b) La determinación de los objetivos específicos del control financiero permanente
se fijará en los correspondientes Programas de Trabajo a los que se refieren los
apartados siguientes:
1.o El Programa de Trabajo será el documento que desarrolle para cada actuación

sobre la que se decida realizar control permanente, aquel.
Se elaborará atendiendo a la instrucción técnica que al efecto pueda realizar la
Intervención.
Determinará, en base al PACF, los sujetos y áreas de gestión sobre los que se
realizarán el control financiero permanente, los objetivos de control, los res-
ponsables de su ejecución, y los recursos asignados.

2.o Los Papeles de Trabajo, comprenderán la totalidad de los documentos prepa-
rados o recibidos por el órgano que efectúe el control, de manera que en con-
junto constituyan un compendio de la información utilizada, de las evidencias
obtenidas y de las pruebas efectuadas en la ejecución de su trabajo, junto con
las decisiones que se han debido tomar para llegar a formar las conclusiones
y opiniones. Constituyen, por tanto, el nexo de unión entre el trabajo de cam-
po y el informe de control financiero permanente.

Art. 31. Del control de eficacia.—En el ejercicio del control financiero, tanto en la
modalidad de control permanente y auditoría, la Intervención igualmente realizará el con-
trol de eficacia en los términos señalados en artículo 31 de este Reglamento.

Dicho control, que utilizará entre otras herramientas el estudio de costes conforme se
determine en la ICAL, se desarrollará paulatinamente y quedará definido cada año en el
PACF, en virtud de los medios e instrumentos de los que se puedan disponer.

Capítulo II

Del control permanente

Art. 32. Concepto, objetivo y ámbito subjetivo.—1. El control permanente tendrá
los siguientes objetivos:

a) General; comprobar, de forma continua, que el funcionamiento de la actividad
económico-financiera se ajusta al ordenamiento jurídico y a los principios gene-
rales de buena gestión financiera, con el fin último de mejorar la gestión en su as-
pecto económico, financiero, patrimonial, presupuestario, contable, organizativo
y procedimental. A estos efectos, el órgano de control podrá aplicar técnicas de
auditoría.

b) Particular; comprenderá tanto las actuaciones de control que anualmente se inclu-
yan en el correspondiente PACF como las actuaciones que sean atribuidas en el
ordenamiento jurídico al OI.

2. El ámbito subjetivo del control permanente del Ayuntamiento de San Martín de
Valdeiglesias será:

a) La Entidad General.
b) Sus Organismos Autónomos.
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Art. 33. Ejecución de las actuaciones de control permanente.—1. El OI comunica-
rá al órgano gestor el inicio de aquellas actuaciones de control permanente que requieran su
colaboración, para ello, previamente, la Intervención puede solicitar de los sujetos del sec-
tor público sobre los que se prevé aplicar el control financiero permanente una propuesta
de objetivos y actuaciones que se considere conveniente incluir en el Plan y la justificación
de su inclusión.

Tras la valoración de las propuestas recibidas, el titular de la Intervención resolverá la
inclusión de las mismas dentro del apartado del Plan anual, en el ámbito de Control Finan-
ciero Permanente, que podrá ser modificado cuando se produzcan circunstancias que lo jus-
tifiquen.

2. Las actuaciones a realizar podrán consistir, entre otras, en:

a) El examen de registros contables, cuentas, estados financieros o estados de segui-
miento elaborados por el órgano gestor.

b) El examen de operaciones individualizadas y concretas.
c) La comprobación de aspectos parciales y concretos de un conjunto de actos.
d) La verificación material de la efectiva y conforme realización de obras, servicios,

suministros y gastos.
e) El análisis de los sistemas y procedimientos de gestión.
f) La revisión de los sistemas informáticos de gestión que sean precisos.
g) Otras comprobaciones en atención a las características especiales de las activida-

des económico-financieras realizadas por el órgano gestor y a los objetivos que se
persigan.

Art. 34. Actuaciones del control permanente.—Las actuaciones de control perma-
nente, podrán consistir en actuaciones incluidas en el Plan Anual, o atribuidas en el orde-
namiento jurídico al OI, que deberán versar sobre alguno de los siguientes extremos:

a) Verificaciones del cumplimiento de la normativa y procedimientos aplicables a
los aspectos de la gestión económica a los que no se extiende la función interven-
tora.

b) Seguimiento de la ejecución presupuestaria y verificación del cumplimiento de los
objetivos asignados.

c) Comprobación de la planificación, gestión y situación de la tesorería.
d) Actuaciones previstas en las normas presupuestarias y reguladoras de la gestión

económica atribuidas al OI.
e) Análisis de las operaciones y procedimientos.
f) Verificar, mediante técnicas de auditoría, que los datos e información con trascen-

dencia económica proporcionados por los órganos gestores como soporte de la in-
formación contable, reflejan razonablemente el resultado las operaciones deriva-
das de su actividad económico-financiera.

Art. 35. Modalidades de ejercicio del control permanente.—La forma de ejercicio
del control permanente será evaluada y motivada en el PACF siendo realizadas en sus tres
modalidades diferenciadas:

a) Control Previo; estas actuaciones de control se realizan en un momento anterior al
dictado del Acto administrativo o a la adopción del Acuerdo por el que se esta-
blezcan efectos frente a terceros. En el Plan Anual de Control Financiero, se po-
drán establecer y actualizar los expedientes o actos sometidos a dicho control pre-
vio y que se reflejan en el Anexo IV.

b) Control Concomitante; estas actuaciones de control se realizan en el mismo mo-
mento de la gestión.
El desarrollo del control financiero permanente de forma concomitante no obsta
para la realización de otros controles que complementen o amplíen esos mismos
objetivos. En el caso que de las actuaciones controladas se deriven resoluciones
administrativas posteriores, dicho control se ejercerá mediante la función inter-
ventora, en los términos establecidos en el Título II de este Reglamento. Entre
otras, se ejercerá el control concomitante en las asistencias a las mesas de contra-
tación u otros órganos colegiados.

c) Control Posterior: Las actuaciones del control financiero se desarrollarán con pos-
terioridad al dictado de actos o la toma de acuerdos. Estos controles podrán reali-
zarse con la periodicidad que se establezca en el PACF, en función, por un lado
de la casuística de las áreas de gasto o ingresos, de los medios con los que se cuen-
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ten y de los riesgos inherentes a los mismos, y por otro lado de los objetivos pre-
tendidos del control.
Serán objeto de control posterior, entre otros:

1. Los ingresos cuya fiscalización se sustituye con carácter general por la toma
de razón inherente en contabilidad.

2. Los gastos o ingresos sometidos a fiscalización limitada previa, seleccionados
por análisis de riesgos.

3. Los gastos exentos de fiscalización.

La Intervención, podrá elaborar instrucciones específicas que determinen el desarrollo
concreto de la forma de ejercicio del control permanente, sin perjuicio de lo regulado en los
artículos siguientes.

Art. 36. Control permanente previo.—El control permanente previo consistirá y se
realizará sobre los expedientes, a los que se refiere el apartado “a” del artículo anterior.

a) Forma de realizarlo; el control se realizará con la finalidad prevista en el artícu-
lo 35, mediante el examen de los documentos que compongan el expediente obje-
to de control. Dichos documentos se corresponderán a los definidos en su caso, en
las series documentales, o en la norma específica que defina su contenido, de tal
manera, que una vez se encuentre completo y apto para ser dictado el Acto o to-
mado el Acuerdo, se remitirá al OI u órgano de control.

b) Órgano que lo realiza; será el responsable de realizar dicho control el OI de la En-
tidad.

c) Cuándo realizarlo; antes de dictar el Acto o adoptar el Acuerdo que tiene la obliga-
ción de controlarse.

d) Plazo para realizarlo; salvo que una norma sectorial establezca uno distinto, los in-
formes de control permanente previo se emitirán el plazo de 10 días, desde la
puesta a disposición del expediente en el órgano de control, plazo que se reducirá
a 5 días, en caso de ser declarado de tramitación urgente.
Todo ello sin perjuicio de la opción de devolver el expediente en el plazo máximo
de dos hábiles desde su envío por el gestor, por no contar con la documentación
necesaria para ser ejercido el control.

e) Resultados de los informes; el resultado de este control será manifestado en un in-
forme emitido por el órgano de control interno, que deberá expresar si el resulta-
do es Positivo o Negativo. Si fuera negativo deberá estar suficientemente motiva-
do y determinado su alcance.
El informe, responderá a la estructura general que la Intervención pueda determi-
nar, debiendo en todo caso plasmar los antecedentes, los fundamentos legales en
los que tenga su base el análisis del asunto, y una conclusión que marque el senti-
do del informe. Podrá igualmente incorporar recomendaciones o actuaciones para
la corrección de las deficiencias puestas de manifiesto. No obstante, se ajustarán
a lo establecido en las normas técnicas de control financiero y auditoría dictadas
por la IGAE.

f) Consecuencias del control permanente previo; la emisión de informe positivo o
negativo por parte del órgano de control interno no prevalecerá sobre la opinión
que pueda emanar del gestor o de otro informe que se acompañe.

Así, el órgano competente para aprobar el acto controlado previamente podrá a través
del gestor:

1. Si el informe es positivo y el acto es ejecutivo, continuar con la tramitación del
expediente, y una vez adoptado el Acuerdo o aprobado el Acto, remitirlo al OI para su co-
nocimiento, y las actuaciones que procedan.

2. Si el informe resultara positivo y la eficacia del Acto o Acuerdo estuviera supedi-
tada a una notificación, publicación o aprobación ulterior, culminar el procedimiento (pu-
blicaciones en Boletines, certificaciones de ausencia de alegaciones, tramitación de las mis-
mas etc.). Dicha documentación se incorporará a través del tramitador de expedientes y en
los casos en que la eficacia del acto esté sujeta a alguno de estos trámites, no podrá culmi-
nar la tramitación correspondiente hasta que no se cumplimenten y se notifiquen al órgano
de control.

3. Si el informe es negativo:

a) Subsanar los defectos observados, si procede. Para ello, una vez rectificados, se
remitirá de nuevo el expediente al órgano de control para su comprobación, y emi-
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sión de nuevo informe, donde a la vista de lo aportado, podrá igualmente mostrar
su criterio positivo o negativo.

b) Desistir de la tramitación del expediente, para lo cual, será necesario la Resolu-
ción expresa del Diputado delegado del área gestora, que establezca dicho desis-
timiento y finalización Será igualmente remitido dicho Decreto al OI.

c) Continuar con el procedimiento, pese a lo informado, para lo cual adoptará el
Acuerdo objeto de control interno, y lo remitirá a través del gestor de expediente,
al órgano de control. En estos supuestos, el órgano de control estará obligado a dar
cuenta a la Presidencia de la Entidad, sin perjuicio de la remisión al Pleno o de
Administración de los informes de control financiero y de la posible inclusión de
las consideraciones que al respecto se pueda realizar en el informe anual de con-
trol interno, que deberá ser remitido a la IGAE.
Si la disconformidad está basada en defectos constitutivos de nulidad, de infrac-
ción administrativa o puedan dar lugar a la exigencia de responsabilidades conta-
bles o penales, lo comunicará de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5.2 del
Real Decreto 424/2017, de 28 de abril. En estos supuestos, se elevará el expedien-
te al Secretario General, para su pronunciamiento expreso.

g) Destinatarios de los informes; los informes definitivos de control financiero serán
remitidos por el OI al gestor directo de la actividad económico-financiera contro-
lada y al Presidente de la Entidad Local, una vez firmados de manera definitiva.
El Presidente los remitirá al Pleno para su conocimiento de manera anual, junto
con la Cuenta General. El análisis del informe constituirá un punto independiente
en el orden del día de la correspondiente sesión plenaria. Solo en los supuestos en
los que el informe emitido corresponda a un expediente cuyo acto de aprobación
le corresponda al Pleno podrá no incluirse en la dación de cuentas a las que se re-
fiere este punto.

h) Consecuencias de la ausencia de control permanente previo; si el órgano de con-
trol interno, es conocedor de un Acuerdo o Resolución administrativa, que debien-
do ser objeto de control financiero previo, no ha sido remitida al OI, el acuerdo
adoptado podrá tener vicio de nulidad o anulabilidad conforme a las normas ge-
nerales de Procedimiento Administrativo.

En estos supuestos, se emitirá informe del OI que tendrá la consideración de informe
de control financiero, examinando la forma y el fondo y que por tanto, sin perjuicio de la
repercusión jurídica de los mismos, formará parte de la remesa de informes de los que ha-
brá de dar cuenta al Pleno o Consejos, e igualmente se hará mención en las consideracio-
nes del Informe que como resumen anual del control interno tiene la obligación de emitir la
Intervención tanto al Pleno como a la IGAE.

En los supuestos en que el Acto o Acuerdo adoptado pudiera tener vicios de nulidad o
anulabilidad, se solicitará informe a Secretaría General para que se pronuncie sobre ello.

Art. 37. Control Permanente concomitante.—El control permanente concomitante
consistirá y se realizará sobre los expedientes o aspectos, que entre otros, se citan en el apar-
tado “b” del artículo 35 de este Reglamento:

a) Forma de realizarlo; esta modalidad de control se realizará de manera simultánea al
Acto que controla con la presencia física del órgano de control interno en el momen-
to de la propuesta que, de manera colegiada debe elevarse al órgano de decisión.

b) Órgano que lo realiza; se realizará por los órganos de control interno de cada Enti-
dad que estén sometidas a dicho control.

c) Cuándo y en qué plazo se realiza; se realizará de manera simultánea al acto que se
controla.

d) Resultados; en caso que el órgano de control no esté de acuerdo con la propuesta
que se pretende elevar, quedará reflejado en el acta que el órgano colegiado haya
celebrado. En el caso que su opinión no difiera de la propuesta, se podrá elevar la
misma, sin más consideraciones que la de reflejar en el acta lo acontecido en la se-
sión celebrada, en su caso.

e) Consecuencias del control permanente concomitante; de los acuerdos que se ha-
yan adoptado con el voto particular del órgano de control interno, será necesario
que se den cuenta a la Presidencia de la Entidad, así como al Pleno o de Adminis-
tración a través de la remisión de los informes de control financiero y sin perjui-
cio de la mención a estos supuestos en el informe anual de control interno, que
igualmente habrá que remitir al Pleno y a la IGAE, en los plazos y momentos en
este Reglamento señalados.
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f) Destinatarios de los informes; cuando sea necesario la emisión de un informe en
control concomitante en los términos del apartado “g” de este artículo, los infor-
mes definitivos de control financiero serán emitidos por el OI al gestor directo de
la actividad económico-financiera controlada y al Presidente de la Entidad Local,
una vez firmados de manera definitiva, en los términos a los que se refiere el apar-
tado “f” del artículo anterior.

g) Consecuencias de la ausencia de control permanente concomitante; si el órgano de
control interno es conocedor de un acuerdo o resolución administrativa, que de-
biendo ser objeto de control financiero concomitante, no ha sido comunicada al
OI, el acuerdo adoptado podrá tener vicio de nulidad o anulabilidad conforme a
las normas generales de Procedimiento Administrativo.

En estos supuestos, se emitirá informe del OI que tendrá la consideración de informe de
control financiero, examinando la forma y el fondo y que por tanto, sin perjuicio de la reper-
cusión jurídica de los mismos, formará parte de la remesa de informes de los que habrá de
dar cuenta al Pleno, e igualmente se hará mención en las consideraciones del Informe que
como resumen anual del control interno tiene la obligación de emitir la Intervención.

En los supuestos en que el Acto o Acuerdo adoptado pudiera tener vicios de nulidad o
anulabilidad, se solicitará informe a Secretaría General para que se pronuncie sobre ello.

Art. 38. Control Permanente posterior.—Aprobado las actuaciones generales en el
PACF sobre control permanente posterior, se desarrollará el mismo a través de los Progra-
mas de Trabajos en los términos del artículo 30.

Identificados y evaluados los riesgos, el encargado de la actuación concretará en los
mismos las actuaciones a realizar e identificando el alcance objetivo, subjetivo y temporal
de cada una de ellas.

Así pues, el control permanente posterior consistirá y se realizará sobre los expedientes
o aspectos, que entre otros, se citan en el apartado “c” del artículo 35 de este Reglamento.

Con carácter general, los expedientes objeto de este control, se analizarán en el ejerci-
cio siguiente al que se finalicen, sin perjuicio de lo contemplado en el artículo 38 de este
Reglamento.

1. Forma de realizarlo; el control se realizará sobre una muestra de los expedientes
fiscalizados mediante limitada previa, con las siguientes premisas de selección y criterios
para la determinación de la muestra.

La realización del control permanente se realizará sobre una muestra de operaciones o
expedientes conforme determine el PACF, y sobre las materias y áreas que en él se pudie-
ran establecer.

La elección de la muestra se podrá realizar por alguno de los siguientes criterios:
a) Mediante muestreo dirigido o de criterios: la selección de muestras se realizará sin

atender a requisitos estadísticos. Los criterios serán determinados en el Plan con
carácter general, sin perjuicio de la elección de los mismos en cada uno de los ex-
pedientes controlados. En cualquier caso, deben ser motivados en alguno de los si-
guientes supuestos:
1. En información previa sobre defectos, anomalías o irregularidades en deter-

minados expedientes u operaciones.
2. En el volumen de expedientes tramitados de una determinada materia así lo

aconsejan.
3. En el estudio de la precisión de los informes elaborados por un sistema infor-

mático.
4. En la obtención de una evidencia mediante la realización de una prueba glo-

bal. Se obtendrá evidencia corroborativa mediante el examen de algunas tran-
sacciones individuales.

5. En una debilidad detectada en un sistema de control previo.
6. En el importe de los expedientes.

b) Muestreo estadístico: La elección entre las distintas modalidades de muestreo es-
tadístico y los cuadros que ha de utilizar será una decisión de la Intervención que
habrá de tomar en función de circunstancias específicas.
Entre las distintas técnicas de selección y sin perjuicio que el PACF o su desarrollo
pueda definir con carácter general las técnicas a utilizar, será el auditor interno en-
cargado de cada expediente el que determinará las técnicas oportunas.
Con carácter general se determina el muestreo dirigido como criterio ordinario de
selección de muestras, siendo en los Programas de Trabajo, donde se determinen
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en todo caso los criterios, y sin perjuicio que en cada una de las actuaciones que
se lleven a cabo se motive la elección del criterio elegido.

2. Órgano que lo realiza; las actuaciones de control permanente posterior serán rea-
lizadas desde la Intervención. Con carácter general se ejecutarán por el personal asignado.
La elección del personal responsable de cada procedimiento de control permanente poste-
rior correrá a cargo del titular de la Intervención en cada momento, si es de esta de la que
depende la función interventora.

3. Cuándo realizarlo; con carácter general se realizará en el siguiente ejercicio en el
que se concluyó el expediente. No obstante, en los siguientes supuestos, o en los que se pu-
dieran determinar en el PACF, se realizará dicho control en el mismo ejercicio presupues-
tario en el que se concluyan:

a) Expedientes de nóminas mensuales, donde se entenderá que el expediente está
concluido, cuando se ha abonado la nómina completa, incluyendo la definitiva del
mes correspondiente.

b) Expediente de contratos menores, donde se entenderá que el expediente está con-
cluido, cuando se ha aprobado la factura y realizado el reconocimiento de la obli-
gación.

4. Plazo para realizarlo; el plazo para ejecutar el control financiero en cada actuación
será el que se determine en los Programas de Trabajo, debiendo ejecutarse con carácter ge-
neral, y en los supuestos de control posterior realizado con carácter periódico, dentro de la
vigencia del ejercicio presupuestario donde se realiza y antes que se inicie el siguiente pe-
ríodo de control, si bien, las que se refieran a expedientes iniciados dentro del último tri-
mestre de cada ejercicio, podrán realizarse en el primer trimestre del ejercicio siguiente, de-
biendo formar parte del informe anual de control del ejercicio donde se iniciaron.

En los casos que se realice en ejercicios presupuestarios diferentes, el control se refe-
rirá con carácter general a fiscalizaciones realizadas en el ejercicio anterior, debiendo con-
cluirse antes de la finalización del ejercicio en que se inician las actuaciones de control.

5. Resultados y tramitación de los informes:
a) El control posterior se documentará en informes escritos, en los que se expondrán

de forma clara, objetiva y ponderada los hechos comprobados, las conclusiones
obtenidas y, en su caso, las recomendaciones sobre las actuaciones objeto de con-
trol. Asimismo, se indicarán las deficiencias que deban ser subsanadas mediante
una actuación correctora inmediata, debiendo verificarse su realización en las si-
guientes actuaciones de control.

b) La estructura, contenido y tramitación de los mencionados informes se ajustará a
lo establecido en las normas técnicas de control financiero y auditoría dictadas por
la Intervención de la Administración del Estado y la adaptación de los mismos que
dicte la Intervención, a través de Instrucción.

6. Destinatarios de los informes:
a) Los informes definitivos de control financiero serán remitidos por el OI al gestor

directo de la actividad económico-financiera controlada y al Presidente de la Enti-
dad Local, una vez firmados de manera definitiva. El Presidente los remitirá al Ple-
no para su conocimiento de manera anual, junto con la Cuenta General. El análisis
del informe constituirá un punto independiente en el orden del día de la correspon-
diente sesión plenaria.

b) Dichos informes serán igualmente remitidos a los órganos a los que se refiere el
artículo 5.2 del Reglamento de Control Interno del Sector Público Local, cuando
en los mismos se aprecie la existencia de hechos que puedan dar lugar, indiciaria-
mente, a las responsabilidades que en él se describen.

7. Consecuencias del control permanente posterior; la realización del control finan-
ciero tendrá como consecuencia la elaboración de un Plan de Acción, en los términos reco-
gidos en este Reglamento, y estarán orientados a la propuesta de mejorar la tramitación, efi-
ciencia, eficacia administrativa, así como una mejora en la gestión de los recursos públicos,
sin perjuicio de las consideraciones legales que se puedan manifestar de los expedientes
examinados.
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Capítulo III

De la auditoría pública

Art. 39. Concepto y ámbito subjetivo.—1.La auditoría pública consistirá en la verifi-
cación, realizada con posterioridad y efectuada de forma sistemática, de la actividad eco-
nómico-financiera del Ayuntamiento de San Martín de Valdeiglesias y sus Organismos Au-
tónomos mediante la aplicación de los procedimientos de revisión selectivos contenidos en
las normas de auditoría e instrucciones que dicte la Intervención General de la Administra-
ción del Estado:

a) La auditoría de cuentas, que tiene por objeto la verificación relativa a si las cuentas
anuales representan en todos los aspectos significativos la imagen fiel del patri-
monio, de la situación financiera, de los resultados de la Entidad y, en su caso, la
ejecución del presupuesto de acuerdo con las normas y principios contables y pre-
supuestarios que le son de aplicación y contienen la información necesaria para su
interpretación y comprensión adecuada.
El OI de la Entidad Local, con medios propios o externos, realizará anualmente la
auditoría de las cuentas anuales de:
1.o Los Organismos Autónomos del Ayuntamiento de San Martín de Valdeiglesias.

Art. 40. Ejecución de las actuaciones de auditoría pública.—1.Las actuaciones de
auditoría pública se someterán a las normas de auditoría del sector público aprobadas por
la Intervención General de la Administración del Estado y a las normas técnicas que las de-
sarrollen.

2. El OI comunicará por escrito el inicio de las actuaciones al titular del servicio, ór-
gano, organismo o entidad auditada. Cuando los trabajos de auditoría incluyan actuaciones
a desarrollar dentro del ámbito de actuación de otro órgano de control, se comunicará el ini-
cio de las actuaciones al titular de dicho órgano de control.

Asimismo, en aquellos casos en que sea necesario realizar actuaciones en otros servi-
cios, órganos, organismos o entidades públicas distintas de los que son objeto de la audito-
ría, se comunicará al titular de dicho servicio, órgano, organismo o entidad.

3. Las actuaciones de auditoría pública se podrán desarrollar en los siguientes lugares:
a) En las dependencias u oficinas de la entidad auditada.
b) En las dependencias u oficinas de otras entidades o servicios en los que exista do-

cumentación archivos, información o activos cuyo examen se considere relevan-
te para la realización de las actuaciones.

c) En los locales de firmas privadas de auditoría cuando sea necesario utilizar docu-
mentos soporte del trabajo realizado por dichas firmas de auditoría por encargo de
las entidades auditadas.

d) En las dependencias del OI encargado de la realización de dichas actuaciones.
4. Para la aplicación de los procedimientos de auditoría podrán desarrollarse las si-

guientes actuaciones:
a) Examinar cuantos documentos y antecedentes de cualquier clase afecten directa o

indirectamente a la gestión económico-financiera del órgano, organismo o ente
auditado.

b) Requerir cuanta información y documentación se considere necesaria para el ejer-
cicio de la auditoría.

c) Solicitar la información fiscal y la información de Seguridad Social de los órga-
nos, organismos y entidades públicas que se considere relevante a los efectos de
la realización de la auditoría.

d) Solicitar de los terceros relacionados con el servicio, órgano, organismo o entidad
auditada información sobre operaciones realizadas por el mismo, sobre los saldos
contables generados por estas y sobre los costes, cuando esté previsto expresa-
mente en el contrato el acceso de la administración a los mismos o exista un acuer-
do al respecto con el tercero. Las solicitudes se efectuarán a través de la entidad
auditada salvo que el órgano de control considere que existen razones que acon-
sejan la solicitud directa de información.

e) Verificar la seguridad y fiabilidad de los sistemas informáticos que soportan la in-
formación económico-financiera y contable.

f) Efectuar las comprobaciones materiales de cualquier clase de activos de los entes
auditados, a cuyo fin los auditores tendrán libre acceso a los mismos.
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g) Solicitar los asesoramientos y dictámenes jurídicos y técnicos que sean necesarios.
h) Cuantas otras actuaciones se consideren necesarias para obtener evidencia en la

que soportar las conclusiones.

Art. 41. Colaboración en las actuaciones de auditoría pública.—A propuesta de la
Intervención General, para la realización de las auditorías públicas el Ayuntamiento de San
Martín de Valdeiglesias podrá recabar la colaboración:

a) Pública, para lo que solicitará la colaboración de otros órganos públicos y concer-
tar los convenios oportunos. Dicha solicitud será autorizada por el Presidente.

b) Privada. Asimismo, la Entidad Local podrá contratar para colaborar con el OI a
firmas privadas de auditoría que en todo caso, deberán ajustarse a las instruccio-
nes dictadas por el OI.
En este supuesto, los auditores serán contratados por un plazo máximo de dos
años, prorrogable en los términos establecidos en la legislación de contratos del
sector público, no pudiendo superarse los ocho años de realización de trabajos so-
bre una misma entidad a través de contrataciones sucesivas, incluidas sus corres-
pondientes prórrogas, ni pudiendo a dichos efectos ser contratados para la realiza-
ción de trabajos sobre una misma entidad hasta transcurridos dos años desde la
finalización del período de ocho.
Las sociedades de auditoría o auditores de cuentas individuales concurrentes en
relación con cada trabajo a adjudicar no podrán ser contratados cuando, en el mis-
mo año o en el año anterior a aquel en que van a desarrollar su trabajo, hayan rea-
lizado o realicen otros trabajos para la entidad, sobre áreas o materias respecto de
las cuales deba pronunciarse el auditor en su informe.
Para poder realizar dicha colaboración se dotará una cantidad en los Presupuestos
anuales del Ayuntamiento para dicha finalidad. Todas las auditorías que se pro-
pongan externalizar, se externalizarán desde el Ayuntamiento, que será el encar-
gada de licitar el procedimiento que corresponda.
La forma ordinaria de realizar las auditorías, cuando las mismas sean necesarias,
será la de utilización de la colaboración privada, siempre que el volumen del ente
auditado no permita realizarlo con medios y personal propio, o el Ayuntamiento
disponga de técnicos de auditoría en su plantilla.

Art. 42. Del Resultado de la Auditoría.—El resultado de las distintas auditorías rea-
lizadas será similar al contemplado en el apartado “e” del artículo 38 de este Reglamento,
con las siguientes particularidades:

a) En el caso de los informes de auditoría realizados por empresas externas, mediante
la utilización de la colaboración privada a la que se refiere el artículo 41 de este
Reglamento, los informes trabajados y emitidos por aquel, se ajustarán en todo
caso a las indicaciones de la Intervención, sin perjuicio que en los pliegos de con-
tratación se determinen tales condicionantes.

b) La información contable y, en su caso, los informes de auditoría de cuentas anua-
les deberán publicarse en la sede electrónica del Ayuntamiento de San Martín de
Valdeiglesias.

c) De la misma forma, dichos informes deberán remitirse a la Intervención General
de la Administración del Estado, para su integración en el registro de cuentas
anuales del sector público regulado en el artículo 136 de la Ley 47/2003, de 26 de
noviembre, General Presupuestaria, de conformidad con las instrucciones que se
dicten al respecto.

TÍTULO IV

Informe resumen y plan

Art. 43. Informe resumen.—1. Con carácter anual y con ocasión de la aprobación
de la Cuenta General, la Intervención realizará un informe resumen de los resultados del
control interno señalado en el artículo 213 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de
las Haciendas Locales, aportando datos estadísticos sobre los expedientes examinados, el
cumplimiento del PACF, y los resultados más relevantes de los informes realizados tanto
en función interventora, de control permanente como de auditoría.

2. El informe resumen será remitido al Pleno, a través del Presidente de la Corpora-
ción, y a la Intervención de la Administración del Estado en el curso del primer cuatrimes-
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tre de cada año y contendrá los resultados más significativos derivados de las de las actua-
ciones de control financiero y de función interventora realizadas en el ejercicio anterior.

3. El contenido, estructura y formato del informe resumen responderá a las instruc-
ciones que pueda dictar al respecto la Intervención de la Administración del Estado.

Art. 44. Plan de acción.—1. El Presidente de la Corporación formalizará un plan
de acción que determine las medidas a adoptar para subsanar las debilidades, deficiencias,
errores e incumplimientos que se pongan de manifiesto en el informe resumen referido en
el artículo anterior.

2. El plan de acción se elaborará en el plazo máximo de 3 meses desde la remisión
del informe resumen al Pleno y contendrá las medidas de corrección adoptadas, el respon-
sable de implementarlas y el calendario de actuaciones a realizar, relativos tanto a la ges-
tión de la propia Corporación como a la de los organismos y entidades públicas adscritas o
dependientes y de las que ejerza la tutela.

3. El plan de acción será remitido a la Intervención, que valorará su adecuación para
solventar las deficiencias señaladas. Finalizado el año al que se refiera la implementación
de las medidas del Plan de Acción, el Interventor informará anualmente al Pleno durante el
primer trimestre del año siguiente en el que se aplique, sobre la situación de la corrección
de las debilidades puestas de manifiesto en el ejercicio del control interno.

4. En la remisión anual a la Intervención de la Administración del Estado del infor-
me resumen de los resultados del control interno se informará, asimismo, sobre la correc-
ción de las debilidades puestas de manifiesto.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Disposición Adicional Primera. El control financiero de las subvenciones.—Como
parte del control financiero, la Intervención realizará el control financiero de las subvencio-
nes en los términos que a tal efecto se determine en la normativa propia de aquella materia.

Se entenderán incluidos en el ámbito objetivo y subjetivo del control financiero de
subvenciones, los actos y beneficiarios de subvenciones, premios, becas o demás expedien-
tes a los que le sea de aplicación directa o supletoria la Ley General de Subvenciones y su
Reglamento.

El personal asignado al servicio de control financiero será el encargado de realizar este
control, junto cuando sea necesario, al personal del servicio de fiscalización cuyas tareas
ordinarias sean las de la función interventora de las subvenciones.

Sin perjuicio de lo regulado en el resto de la normativa propia de la materia:

1. El control financiero de subvenciones se ejercerá sobre entidades colaboradoras y
beneficiarios de las subvenciones otorgadas.

2. El control financiero de subvenciones tendrá como objeto verificar:

a) La adecuada y correcta obtención de la subvención por parte del beneficiario.
b) La motivación que origina el otorgamiento de la subvención sea en concurrencia o

de manera directa.
c) El cumplimiento por parte de beneficiarios y entidades colaboradoras de sus obli-

gaciones en la gestión y aplicación de la subvención.
d) La adecuada y correcta justificación de la subvención por parte de beneficiarios y

entidades colaboradoras.
e) La realidad y la regularidad de las operaciones que, de acuerdo con la justificación

presentada por beneficiarios y entidades colaboradoras, han sido financiadas con
la subvención.

f) La adecuada y correcta financiación de las actividades subvencionadas.
g) La existencia de hechos, circunstancias o situaciones no declaradas al Ayun-

tamiento por beneficiarios y entidades colaboradoras y que pudieran afectar a la
financiación de las actividades subvencionadas, a la adecuada y correcta obten-
ción, utilización, disfrute o justificación de la subvención, así como a la realidad
y regularidad de las operaciones con ella financiadas.

3. El control financiero podrá consistir en:

a) El examen de registros contables, cuentas o estados financieros y la documenta-
ción que los soporte, de beneficiarios y entidades colaboradoras.

b) El examen de operaciones individualizadas y concretas relacionadas o que pudie-
ran afectar a las subvenciones concedidas.
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c) La comprobación de aspectos parciales y concretos de una serie de actos relacio-
nados o que pudieran afectar a las subvenciones concedidas.

d) La comprobación material de las inversiones financiadas.
e) Las actuaciones concretas de control que deban realizarse conforme con lo que en

cada caso establezca la normativa reguladora de la subvención y, en su caso, la
resolución de concesión.

f) Cualesquiera otras comprobaciones que resulten necesarias en atención a las ca-
racterísticas especiales de las actividades subvencionadas.

4. Los beneficiarios, las entidades colaboradoras y los terceros relacionados con el
objeto de la subvención o su justificación estarán obligados a prestar colaboración y facili-
tar cuanta documentación sea requerida en el ejercicio de las funciones de control que co-
rresponden, dentro del ámbito de la administración concedente, a la Intervención, a cuyo
fin tendrán, entre otras las siguientes facultades:

a) El libre acceso a la documentación objeto de comprobación.
b) El libre acceso a los locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que

se desarrolle la actividad subvencionada o se permita verificar la realidad y regu-
laridad de las operaciones financiadas con cargo a la subvención.

c) La obtención de copia o la retención de las facturas, documentos equivalentes o
sustitutivos y de cualquier otro documento relativo a las operaciones en las que se
deduzcan indicios de la incorrecta obtención, disfrute o destino de la subvención.

d) El libre acceso a información de las cuentas bancarias en las entidades financieras
donde se pueda haber efectuado el cobro de las subvenciones o con cargo a las
cuales se puedan haber realizado las disposiciones de los fondos.
La negativa al cumplimiento de esta obligación se considerará resistencia, excu-
sa, obstrucción o negativa, sin perjuicio de las sanciones que, en su caso, pudie-
ran corresponder.

5. En el PACF y sus Programas de Trabajo, establecerá un apartado específico para
dicha materia, pudiendo establecerse los criterios de muestreo y los tipos de expedientes a
examinar, que en todo caso, harán referencia como mínimo al ejercicio anterior al que se
realicen las tareas de control financiero. Solo excepcionalmente en aquellos supuestos que
se motiven en el Plan o en su desarrollo, podrá realizarse actuaciones de control financiero
sobre subvenciones otorgados en ejercicios anteriores y que pueden motivarse, entre otros,
por la repetición de una entidad en la condición de beneficiario.

6. Cuando en el desarrollo del control financiero se determine la existencia de cir-
cunstancias que pudieran dar origen a la devolución de las cantidades percibidas por cau-
sas distintas a las específicas de reintegro, se pondrán los hechos en conocimiento del ór-
gano concedente de la subvención, que deberá informar sobre las medidas adoptadas,
pudiendo acordarse la suspensión del procedimiento de control financiero.

7. Las actuaciones de control financiero sobre beneficiarios y, en su caso, entidades
colaboradoras finalizarán con la emisión de los correspondientes informes comprensivos de
los hechos puestos de manifiesto y de las conclusiones que de ellos se deriven. Dichos in-
formes serán firmados por la Intervención.

8. Las actuaciones de control financiero deberán concluir en el plazo máximo de 12
meses a contar desde la fecha de notificación a aquellos del inicio de las mismas. Dicho pla-
zo podrá ampliarse, con el alcance y requisitos a los que se refiere la normativa de subven-
ciones.

9. Las actuaciones de control financiero concluirán con informes, que tendrán el
contenido y estructura a los que se refiere el artículo 38 de este Reglamento.

10. Los informes se notificarán a los beneficiarios o entidades colaboradoras que ha-
yan sido objeto de control.

Cuando en el informe emitido por la Intervención se recoja la procedencia de reinte-
grar la totalidad o parte de la subvención, el órgano gestor deberá acordar, con base en el
referido informe y en el plazo de un mes, el inicio del expediente de reintegro, notificándo-
lo así al beneficiario o entidad colaboradora, que dispondrá de 15 días para alegar cuanto
considere conveniente en su defensa.

Realizado el trámite al que se refiere la normativa de subvenciones o la Ordenanza Ge-
neral de Subvenciones del Ayuntamiento, puede suceder que el órgano gestor, en el plazo
máximo de dos meses:

a) Manifieste a la Intervención su conformidad con el contenido del mismo que vin-
culará al órgano gestor para la incoación del expediente de reintegro.
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b) Manifieste su disconformidad, en cuyo caso la Intervención remitirá el informe
del gestor y el suyo propio al Presidente del Ayuntamiento, que resolverá la dis-
crepancia. En caso que se resuelva con un criterio diferente al de la Intervención,
se deberá dar cuenta al Pleno con motivo de la Cuenta General.

11. En el caso que se inicie el expediente de reintegro y se presenten alegaciones por
el interesado en el plazo otorgado para ello, el órgano gestor deberá trasladarlas, junto con
su parecer, a la Intervención que emitirá informe en el plazo de un mes.

La resolución del procedimiento de reintegro no podrá separarse del criterio recogido
en el informe de la Intervención al que se refiere el párrafo anterior.

Cuando el órgano gestor no acepte este criterio, con carácter previo a la propuesta de
resolución, planteará discrepancia que será resuelta de acuerdo con el procedimiento pre-
visto en la sección 3.a del Capítulo II del Título II de este Reglamento, relativo a los repa-
ros en materia de gastos.

Disposición Adicional Segunda. De los organismos autónomos.—La función inter-
ventora y el control financiero en los Organismos Autónomos se realizarán de la misma ma-
nera y con los mismos requisitos que en la Entidad Matriz.

En el caso que existan intervenciones delegadas en los Organismos Autónomos las
personas que realicen dichas funciones en aquellos dependerán funcionalmente de la Inter-
vención General, debiendo seguir los criterios, modelos y procedimientos emanados desde
aquella.

La resolución de los reparos tramitados con el procedimiento de discrepancia en estos
Organismos, serán resueltos o bien por el Presidente de los mismos, o bien por los Conse-
jos Rectores cuando los gastos sean de su competencia, o cuando se produzcan por inexis-
tencia de crédito.

Los informes de control financiero que emita el OI en los términos señalados en el Tí-
tulo III de este Reglamento, serán dirigidos al Consejo Rector, en las mismas condiciones
y plazos que señale dicho capítulo para el Pleno.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Disposición Transitoria Primera.—En tanto no estén desarrollada la integración de los
aplicativos de gestión de expedientes, contable y de contratación, la documentación relati-
va a esta última necesaria para el ejercicio de las funciones de control interno, se insertará
de manera manual en los expedientes de las distintas áreas.

De la misma forma, en tanto no estén definidos todos los procesos individualizados de
cada uno de los expedientes, la documentación de los mismos, se insertará de manera ma-
nual en los expedientes correspondientes.

La documentación integrante de los expedientes y que requieran firma, se firmarán
principalmente de manera electrónica, si bien, de manera transitoria, y hasta que se culmi-
ne el proceso de Administración electrónica, la misma podrá insertarse en el aplicativo de
gestión firmada de manera manual, mediante sistemas que garanticen la autenticidad de los
documentos firmados.

DISPOSICIÓN FINAL

El presente Reglamento de Control Interno del Ayuntamiento de San Martín de Val-
deiglesias será objeto de publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE
MADRID entrando en vigor una vez haya transcurrido el plazo establecido en el art. 65.2 de
la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local.

ANEXOS

Anexo I. Fiscalización Limitada previa: gastos.
Anexo II. Fiscalización Limitada previa: ingresos.
Anexo III. Diligencias en documentos contables.
Anexo IV. Control financiero previo y fiscalización previa plena.

En San Martín de Valdeigleisas, a 13 de junio de 2019.—La concejala-delegada de
Hacienda en Funciones, Sonia Lechuga Cercas.

(03/21.709/19)
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